




Mensaje del Presidente

La presencia del notariado en los medios de comunicación, es cada vez 
mayor, especialmente en estos últimos meses y afortunadamente y gracias 
al trabajo limpio y honesto de la gran mayoría de los notarios, casi siempre 
con notas positivas.

 La intervención en este rubro, del despacho encargado de la comunicación 
contratado por el Colegio Nacional del Notariado Mexicano, ha sido determinante 
y la difusión que se da a la actividad notarial en periódicos, radio, internet y 
televisión es positiva y ayuda a que la sociedad acuda con más frecuencia y 
confianza a recibir asesoría y otros servicios  notariales.

 El Consejo Directivo interviene de manera constante, en entrevistas, 
columnas de opinión y respuestas a preguntas frecuentes en temas tales como 
testamentos, sucesiones hereditarias, titulación de inmuebles, constitución 
y operación de sociedades civiles y mercantiles, declaraciones notariales, 
ratificación de documentos, entre las muchas actividades que son de competencia 
notarial, así que el campo de trabajo en este ámbito es muy grande.

 Otro aspecto en el que se ha trabajado de manera importante, es el relativo 
a la relación con diversas instituciones, entre las que cito a los organismos 
de vivienda; las secretarías de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, de 
Gobernación y de Hacienda y Crédito Público; el Servicio de Administración 
Tributaria, el Instituto Nacional del Emprendedor, Petróleos Mexicanos y desde 
luego las Cámaras de Diputados y Senadores.  

 Hablamos en estos casos del establecimiento y el fomento de relaciones 
institucionales que hacen que el notariado sea tomado en cuenta en múltiples 
actividades públicas, sin detrimento de los honorarios a los que tenemos 
derecho por el ejercicio de nuestra función; muchas de estas relaciones se han 
fortalecido también, con la celebración de convenios de colaboración.

 Destaca entre las actividades desarrolladas en el año en curso, la enorme 
difusión y las labores realizadas en el exitoso programa Septiembre, mes del 
testamento, que se ha vuelto conocido prácticamente en todo el país, lo que 
redunda en el conocimiento por parte de la gente, de un aspecto importante 
de la función notarial, que nos lleva a la oportunidad de dar a  conocer otros 
muchos, cumpliendo así con una vertiente de nuestra responsabilidad social.

 Procuraremos seguir incluyendo en esta revista, toda aquella información 
que nos parece útil e interesante para el notariado y que también contribuye a 
su actualización.

 Deseo que disfrutes este número y que nos envíes tus opiniones y 
sugerencias.

Recibe un saludo afectuoso.
Javier Pérez Almaraz.
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Septiembre, mes del 
testamento 2014

En el 2014 la campaña nacio-
nal Septiembre, mes del tes-
tamento cumple 12 años de 
aplicación. En un esfuerzo 

de trabajo coordinado, en el 2003 
el Notariado Mexicano y la Secreta-
ría de Gobernación (SEGOB) die-
ron inicio a un conjunto de acciones 
coordinadas, orientadas a fomentar 
la cultura de la legalidad entre los 
mexicanos y a garantizar la seguri-
dad jurídica de la voluntad expre-
sada a través del testamento hecho 
ante notario. 

El compromiso inicial, originalmen-
te contraído por la entonces Asocia-
ción Nacional del Notariado Mexi-
cano, pronto se hizo extensivo a los 
colegios y consejos notariales de los 
estados. La promoción y difusión de 
Septiembre, mes del testamento en 
el año inicial arrojó como primeros 
resultados 212 mil 397 testamentos 
otorgados ante notario.

 Hoy, a más de una década, 
donde el notariado ofrece descuen-
tos sustanciales en el cobro de sus 
honorarios; proporciona asesoría y 

orientación gratuita a los interesa-
dos, el Registro Nacional de Avisos 
de Testamento (RENAT) tiene con-
tabilizados 4 millones 344 mil testa-
mentos inscritos en su banco de da-
tos.1 

De acuerdo con lo anterior, en el pasado mes 
de septiembre, autoridades y notarios die-
ron inicio oficial a la doceava edición de la 
campaña nacional de Septiembre, mes del 
testamento. Por tradición, la ceremonia de 
apertura ocurre durante el sorteo alusivo de 
la Lotería Nacional, y no obstante que así 
ocurrió, oficialmente dio comienzo el pasado 
8 de septiembre en el puerto de Veracruz. El 
acto, donde también se firmó un Convenio de 
Colaboración, fue encabezado por el secreta-
rio de Gobernación, licenciado Miguel Ángel 
Osorio Chong, el presidente del Consejo Di-
rectivo del Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano (CNNM), licenciado Javier Pérez 
1. El RENAT fue instituido en el año 2005 y su propósito 
es y ha sido, llevar un inventario de todos los testamentos 
otorgados a nivel nacional. Con ello, jueces y notarios, 
entre otras ventajas, se evitan incurrir en errores ante la 
existencia de varias sucesiones otorgadas por el testador 
en distintos momentos. Además del ahorro que representa 
para la autoridad judicial y los propios herederos al no 
incurrir en gastos innecesarios por búsquedas o supuesta 
inexistencia de la última voluntad del dueño de los bienes, 
o su decisión respecto a la condición en la que quedarán 
sus hijos.
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Almaraz, así como por el gobernador de Ve-
racruz, doctor Javier Duarte de Ochoa quien 
fungió como testigo de honor en la firma del 
compromiso.

 También estuvieron presentes el titu-
lar de la Unidad General de Asuntos Jurídi-
cos de la Secretaría de Gobernación, maes-
tro David Arellano Cuan; el presidente del 
Colegio de Notarios de Veracruz, licenciado 
Eduardo Panes Campillo y los representantes 
de los poderes legislativo y judicial del Esta-
do, entre otros.

El testamento, una forma de actuar res-
ponsablemente

En primer término, tomó la palabra el jefe de 
la Unidad General de Asuntos Jurídicos de la 
Secretaría de Gobernación, maestro David 
Arellano Cuan. Al referirse al propósito del 
encuentro, mencionó dos motivos. El pri-
mero, el arranque oficial de la campaña Sep-
tiembre, mes del testamento la cual, señaló, 

es un quehacer conjunto que 
a lo largo de su existencia ha 
venido fomentando la impor-
tancia de actuar responsable-
mente hacia nuestros seres 
queridos: la idea es que con el 
testamento se les dé certeza y 
tranquilidad a las familias y 
no heredarles problemas.

 El segundo punto giró 
en torno a la firma del Conve-
nio de Concertación que fir-
maban los titulares de la SE-
GOB y del CNNM. Destacó 
que el Notariado representa 
a uno de los gremios de pro-
fesionales más organizados 
del país, y que sus miembros 
están presentes en la vida co-
tidiana de los mexicanos, sir-
viendo como un motor de la 
cultura de la legalidad. Dijo 
también que la relación entre 
el Notariado y la SEGOB data 
de por lo menos tres lustros 
atrás; de los primeros conve-
nios de concertación firma-
dos por ambas instituciones, 
el de Veracruz fue uno de los 
primeros, para fortalecer al 
RENAT. El Registro, apuntó, 
es una herramienta tecnoló-
gica donde se acopian todos 
los testamentos otorgados a 

lo largo del país; y como banco de datos sir-
ve para que notarios y autoridades facultadas 
consulten la existencia (o no) de testamentos 
otorgados en otra entidad. Eso evita la aper-
tura de juicios intestamentarios y los costos 
de los mismos.

El propósito del Registro Nacional de Avi-
sos de Poderes Notariales

 Igualmente, hizo mención al Regis-
tro Nacional de Avisos de Poderes Notariales 
(RENAP), cuyo tratamiento sería tema del 
Convenio a firmarse. Con este instrumento, 
precisó Arellano Cuan, es posible verificar la 
autenticidad de un poder; evitar el manejo de 
ese tipo de documento cuando es falso o ha 
sido revocado y con él pretenda realizar algu-
na operación como la de compra-venta de un 
inmueble.

Al corresponderle tomar la palabra, el pre-
sidente del Consejo Directivo del CNNM, 
notario Javier Pérez Almaraz, abordó el tema 
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del testamento. Señaló que al celebrar la reu-
nión de trabajo en Veracruz, era motivo para 
recordar y hacer conciencia de que el testa-
mento no es un acto en pro de la muerte; más 
bien, enfatizó, es un acto en pro de la vida, de 
la nuestra y la de las personas más queridas 
que nos rodean.

 El testamento, describió el represen-
tante del Notariado Mexicano, es un acto 
jurídico de previsión que hace que por regla 
general, y para nuestra tranquilidad, la volun-
tad del testador se cumpla con un documento 
notarial las más de las veces sencillo y fácil 
de otorgar. Asimismo, abundó refiriéndose a 
Septiembre, mes del testamento, ha sido una 
campaña exitosa en todo el país. Sentenció 
que el interés por la educación y el fomento 
de la cultura testamentaria debe seguir siendo 
prioridad para servidores públicos y notarios 
en toda la República Mexicana.

Lo que evita la seguridad jurídica que 
otorga un testamento

 El licenciado Pérez Almaraz prosi-
guió diciendo que, con el testamento ante 
notario todos ganamos: el testador que lo 
otorga, por la tranquilidad que conlleva un 
acto jurídico tan importante en la vida; y la 

familia cuyos miembros se evitan gastos ex-
cesivos e innecesarios, además de no parti-
cipar en conflictos o litigios que las más de 
las veces son desgastantes en lo patrimonial y 
sentimental. Al difundir la seguridad jurídica 
otorgada por el testamento, afirmó, el Estado 
Mexicano promueve una medida de previ-
sión sencilla que busca la paz de la familias y 
de la sociedad en general. Y, en dicho esfuer-
zo, los notarios participan con sentido social 
al reducir costos en los testamentos otorga-
dos y brindar asesoría profesional gratuita a 
quienes los consultan.

 Al dirigirse al gobernador veracruza-
no, y agradecerle ser el anfitrión del encuen-
tro, el notario le reconoció al Mandatario 
local el impulso que su administración ha 
dado a la inversión, a la generación de em-
pleos formales y a las políticas públicas de 
prevención, entre las que se encuentra la del 
testamento otorgado ante notario.

 También se refirió a la gran respon-
sabilidad que asume el notario al dar fe de 
muchos actos jurídicos como lo es el del tes-
tamento. Por ese motivo, su ejercicio se atri-
buye a quienes acreditan con transparencia y 
objetividad, contar con la mejor preparación 
y demostrarlo ante sinodales calificados, de 
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tal forma que se eviten malas prácticas. En 
tal sentido, afirmó el notario Javier Pérez 
Almaraz, el Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano es partidario de un riguroso con-
trol del acceso a la función notarial: con ello 
se garantiza la imparcialidad y garantiza a la 
sociedad un servicio verdaderamente respon-
sable y profesional.

 Respecto al Convenio que habría de 
firmarse, destacó el escenario en el que ten-
dría lugar. Resaltó, de entre las muchas fi-
nalidades y responsabilidades a cargo de la 
Secretaría de Gobernación, las de compilar, 
sistematizar y actualizar disposiciones jurídi-
cas; dar acceso a notarios y autoridades judi-
ciales para que en representación de los ciu-
dadanos obtengan la información de las ba-
ses de datos como la de avisos de testamento, 
ahora ya muy avanzada y de uso cotidiano. 
De igual modo hizo mención al recién ini-
ciado RENAP, que en conjunto propician la 
cultura de la legalidad y cuyo fortalecimiento 
corresponde, entre otros, a servidores públi-
cos y notarios.

La cultura de la legalidad en el marco ju-
rídico romano-germánico del Notariado 
Mexicano

 Subrayó que dicha cultura de la lega-
lidad tiene un campo propicio para desarro-
llarse en el sistema jurídico romano-germá-
nico como el que prevalece en México. Y, ese 
sistema es el que anima los propósitos de la 
Unión Internacional del Notariado, en cuyo 
seno se encuentran afiliados 86 países del 
orbe, incluidos algunos cuya idiosincrasia no 
corresponde a la tradición latina. Dicha pre-
ferencia, detalló el presidente del CNNM, se 
debe a que el esquema jurídico del notariado 
latino está concebido para prevenir conflictos 
y litigios, más que para remediarlos.

 El universo de la actividad notarial es 
amplio y diverso. Sus miembros participan 
en la titulación inmobiliaria y regularización 
de la propiedad probada; la recaudación fis-
cal en el ámbito inmobiliario como coadyu-
vantes de los sistemas hacendarios federal y 
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locales. También el notario toma parte en la 
constitución y operación de sociedades ci-
viles y mercantiles, procurando con ello la 
formalidad en actividades comerciales, in-
dustriales y de servicios. Asimismo se con-
templan los programas de testamentos y la 
constatación de hechos durante las jornadas 
electorales, como la ocurrida en el 2013, y 
para la cual SEGOB y CNNM firmaron un 
convenio al respecto.

 El licenciado Javier Pérez Almaraz 
agradeció el interés del titular de la Unidad 
de Asuntos Jurídicos de SEGOB, quien dio 
puntual seguimiento al Convenio objeto de 
la firma. Igualmente manifestó su reconoci-
miento al presidente del Colegio de Notarios 
de Veracruz, licenciado Eduardo Panes Cam-
pillo, cuya participación para organizar y de-
sarrollar con éxito la ceremonia respectiva 
fue determinante. 

 El titular del Consejo Directivo cul-
minó reiterando al secretario de Gobernación 
y al ejecutivo estatal, la buena voluntad del 
Notariado y su compromiso para continuar 
aportando su vocación y profesionalismo en 
actos tan trascendentes como el del testamen-
to y muchos otros actos que al estar revesti-
dos del atributo de la fe pública, llevan a los 

mexicanos por el camino de la tranquilidad 
patrimonial y de la paz social.

A continuación fue realizada la ceremonia 
de firma por parte del secretario de Gober-
nación, licenciado Miguel Ángel Osorio 
Chong; el licenciado Javier Pérez Almaraz 
en representación del Notariado Mexicano y; 
el doctor Javier Duarte de Ochoa, goberna-
dor de Veracruz quien fungió como testigo de 
honor.2

Una vez signado el documento, y con moti-
vo del inicio oficial de Septiembre, mes del 
testamento, ocho ciudadanas y ciudadanos 
veracruzanos recibieron del secretario de 
Gobernación, el presidente del CNNM y el 
gobernador del estado, sus respectivos testa-
mentos.

Los veracruzanos y su compromiso de vi-
vir en un Estado de leyes

A continuación correspondió el turno al go-
bernador veracruzano, doctor Javier Duarte 
de Ochoa quien dio la bienvenida a funcio-
narios federales, estales, notarios y represen-
2. En la página 14 de escribano proporcionamos a nuestros 
lectores una reseña más amplia respecto al contenido y 
alcances del compromiso suscrito.
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tantes del sector empresarial local. Al secre-
tario de Gobernación le agradeció el apoyo 
brindado a Veracruz con motivo del desastre 
natural acaecido en el 2013. En particular, el 
mandatario estatal reconoció el que su enti-
dad hubiese sido distinguida para dar inicio a 
la campaña de Septiembre, mes del testamen-
to, la cual impulsan la SEGOB y el CNNM 
en coordinación con las 32 entidades de la 
República.

 El ejecutivo estatal, también manifes-
tó que los veracruzanos saben que vivir en 
un Estado de leyes es compromiso de todos, 
de sociedad y gobierno. En Veracruz, afirmó, 
el notariado es una de las instituciones más 
arraigada y de mayor prestigio; prueba de 
ello es el Colegio de Notarios del Estado, el 
cual tiene más de medio siglo en funciones y 
sus miembros son orgullosos pioneros de la 
función en el país. Por ello notarios y autori-
dades del estado se suman a la Campaña pues 
fortalece la cultura de la sucesión testamen-
taria entre la población, en tanto representa 
un instrumento generador de certeza jurídi-
ca. Es un acto, puntualizó, que brinda unidad 
y tranquilidad a las familias, ya que protege 
el patrimonio y hace cumplir la voluntad del 
testador en el marco de la ley.

La iniciativa con proyecto de ley para el 
Notariado veracruzano

 Septiembre, continuó, es un mes pro-
picio para que el acto de testar motive a un 
mayor número de personas. Y en ello con-
tribuye el apoyo del Notariado Mexicano en 
materia de honorarios, asesorías y orienta-
ción gratuitas, además de las disminuciones 
sustantivas al pago de derechos aplicadas por 
los gobiernos de las entidades. En particular, 
Veracruz es la sede favorable para iniciar la 
estrategia nacional de transferencia del patri-
monio familiar por la vía hereditaria. En ese 
marco el doctor Duarte hizo el anuncio de 
que previamente a la ceremonia de inicio de 
la Campaña, había enviado al Congreso local 
la iniciativa con proyecto de Ley del Notaria-
do para Veracruz Ignacio de la Llave.

 La mencionada iniciativa, aclaró el 
mandatario, daba cumplimiento al compro-
miso que el gobierno del estado había hecho 
con la SEGOB, para que la entidad contara 
con un marco legal adecuado a favor  de la 
actividad notarial y de la sociedad en general. 
Es una iniciativa de ley con altos estándares 
nacionales, la cual situará a Veracruz a la 
vanguardia en materia notarial; será también 
una norma donde se confirmen los funda-
mentos de la acción rectora del Estado como 
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depositario original de la fe pública a favor 
de la ciudadanía.
 
 De igual modo, el nuevo código apo-
yará a la función notarial cuyos miembros, 
como profesionales del Derecho, actúan en 
representación del Ejecutivo en tan importan-
te tarea. También fortalecerá al gremio pues 
le reconoce el papel sustantivo que  desempe-
ñan al determinar y orientar los actos notaria-
les necesarios para otorgar certeza jurídica y 
seguridad a los derechos de las personas que 
acuden ante ellos. En lo esencial, fomentará 
la competencia y la competitividad eficien-
te, eficaz y segura; en sus objetivos están el 
ahorro de tiempos y recursos económicos y 
humanos.

 Finalmente fijará modernos meca-
nismos de seguridad con nuevos estándares: 
eliminará el protocolo cerrado; adaptará la 
función notarial a los avances tecnológicos, 
como plataformas de firma electrónica, re-
gistro de poderes y mandatos, y del Registro 
Público de Comercio. En suma, se estable-
cerá el respaldo digital de los hechos y actos 
jurídicos, conforme a los requerimientos so-
ciales de la actualidad.

Para concluir la ceremonia de inicio de Sep-
tiembre, mes del testamento, habló el licen-
ciado Miguel Ángel Osorio Chong, titular de 
la SEGOB. Después de mencionar la estre-
cha relación de trabajo con el gobierno esta-
tal y la coordinación efectiva para enfrentar 
los efectos de los fenómenos naturales, el 
funcionario manifestó su satisfacción por es-
tar de nueva cuenta en el Puerto, ahora para 
poner en marcha un tema de responsabilidad, 
también del orden preventivo. El testamento 
constituye la seguridad para que todo el es-
fuerzo de una vida, ya sea de una familia o 
personal, quede depositado en los seres que-
ridos. Y en tal sentido, precisó, Veracruz es 
un ejemplo.

El testamento como instrumento de previ-
sión y administración patrimonial

 Después de saludar a los asistentes y 
agradecer el recibimiento otorgado para ce-
lebrar el inicio de la Campaña, el licenciado 
Osorio Chong se refirió a la labor de previ-
sión emprendida por el Gobierno Federal, la 
cual está orientada con visión al futuro. Y, 
en ese sentido, trata de incidir en la manera 
en que cada quien administra su patrimonio 
y el testamento es un instrumento clave para 
hacerlo. Y, para promoverlo, señaló que ese 
día arrancaba oficialmente la campaña Sep-

tiembre, mes del testamento, como resultado 
de la unificación de esfuerzos de autoridades, 
notarios y sociedad.

 Resaltó que la edición 2014 de la 
Campaña era muy especial, pues además de 
su inicio, la SEGOB había efectuado la firma 
de un importante Convenio de colaboración 
con el Colegio Nacional del Notariado Mexi-
cano, con el propósito de profundizar en el 
esfuerzo conjunto y reducir la incidencia de 
instrumentos notariales falsos o revocados. 
También hizo mención a que seis entidades 
federativas habían anunciado la extensión 
temporal de la campaña, de tal modo que 
durará hasta el mes de octubre. Dichos esta-
dos son: San Luis Potosí, Coahuila, Estado 
de México, Hidalgo, Distrito Federal y Vera-
cruz.

 Dirigiéndose al Notariado, el respon-
sable de la política interior del país, les reco-
noció a sus miembros el importante esfuerzo 
que desarrollan en beneficio de los mexica-
nos: recortan honorarios, amplían sus hora-
rios de atención y ofrecen asesoría gratuita 
para así contribuir a tan noble labor. Pidió al 
licenciado Javier Pérez Almaraz ser el con-
ducto para manifestar el agradecimiento a to-
dos los notarios del territorio nacional. 

 Anticipó que, durante las semanas 
subsecuentes, decenas de miles de mexicanos 
acudirían al gremio notarial para expresar su 
voluntad escrita y dejar a sus familias, ade-
más de bienes materiales, un ambiente de ar-
monía y de unidad. En dicho lapso y de acuer-
do con las experiencias anteriores, indicó, en 
un solo mes habrían de registrarse el mismo 
número de testamentos que los otorgados en 
el resto del año. El reto del 2014 consistiría 
en superar lo logrado en años anteriores. El 
esfuerzo conjunto propicia dar grandes pasos 
como país al dar una mayor certeza jurídica, 
pieza fundamental en el desarrollo de cual-
quier Estado democrático: porque la mejor 
herencia para los descendientes es el benefi-
cio de contar con seguridad cuando el jefe de 
familia ya no esté; y también porque lo mejor 
que se puede dejar a México son ciudadanos 
formados en la cultura de la legalidad.

 El secretario de Gobernación conclu-
yó sentenciando: Al arrancar esta campaña 
es oportuno preguntarnos: ¿Qué legado esta-
mos construyendo como mexicanos? Nuestro 
testamento se escribe todos los días con cada 
una de nuestras acciones. Cuando en lugar de 
callar, un ciudadano levanta la voz y denun-
cia, con ello está heredando un mejor país.
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Septiembre, mes del testamento 
2014 en el sorteo mayor de la

Lotería Nacional

México, D.F., 2 de septiem-
bre del 2014.  El apoyo a 
la campaña nacional de 
Septiembre, mes del tes-

tamento, por parte de Lotería Na-
cional (LOTENAL) se ha conver-
tido en una tradición. Además de 
los otros canales para promover y 
difundir el mensaje de la campaña: 
carteles alusivos, spots en radio y te-
levisión, entrevistas a notarios y fun-
cionarios; el apoyo de la Institución 
para la beneficencia pública resulta 
invaluable, en virtud de la cobertura 
que implica la distribución y venta 
de los billetes (o cachitos) a nivel na-
cional. En el caso del fomento entre 
los mexicanos a la cultura del testa-
mento, Lotería incluye en su sorteo 
alusivo, una de las imágenes con las 
cuales se difunde la campaña.

Conforme a lo anterior, para el 2014 Lote-
ría Nacional volvió a brindar el apoyo a la 
difusión de Septiembre, mes del testamento. 
El pasado martes 2 de septiembre celebró su 

sorteo 3,512, con el tema alusivo a la cam-
paña nacional. Como es costumbre, la ce-
remonia fue llevada a efecto en el salón de 
todos conocido como El Moro y fue enca-
bezada por autoridades de la propia Lotería, 
funcionarios de la Secretaría de Gobernación 
(SEGOB) y por el presidente del Consejo Di-
rectivo del Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano (CNNM).

Previa a la realización del sorteo, se llevó 
a efecto un acto inaugural donde los repre-
sentantes de las tres instituciones menciona-
das tomaron la palabra. En primer término y 
como anfitrión de Lotería Nacional, habló el 
licenciado Víctor Manuel Saucedo Perdomo, 
subdirector general jurídico y representante 
personal de la licenciada María Esther Scher-
man Leaño, directora general de LOTENAL.

El testamento y su sentido de justicia
 El funcionario inició su mensaje alu-
diendo a un adagio: la idea de la muerte se 
esfuma al encontrarse sentido a la vida. 

Lo hizo en referencia a la valiosa labor desa-
rrollada por los pro-
motores testamenta-
rios, misma que tiene 
relación directa con 
la justicia. Y no puede 
haber mayor justicia, 
acotó, cuando el fruto 
de trabajo de toda una 
vida se entrega, des-
pués de nuestro fa-
llecimiento, a aquella 
o aquellas personas 
que libremente he-
mos designado como 
nuestros herederos 
testamentarios, pre-
via asesoría y conse-
jo profesional de un 
notario. Con ello per-
mitimos también que 
se mantenga unida a 
la familia; se evitan 
conflictos judiciales 
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entre los herederos, con el consecuente costo 
económico, y la desintegración familiar.

 Asimismo, la seguridad jurídica lo-
grada con el testamento facilita a los suceso-
res la obtención de la escritura de los inmue-
bles heredados, de forma más rápida y eco-
nómica, sin mayor controversia entre ellos. 
El licenciado Saucedo Perdomo, abundó di-
ciendo que, a 12 años de la instauración de 
Septiembre, mes del testamento, un número 
importante de testamentos otorgados pertene-
ce a Adultos Mayores, para quienes se tiene 
contemplado un cobro mínimo en el trámite 
respectivo. Eso no sólo les da tranquilidad 
como testadores; también se hace extensiva a 
sus herederos quienes, con el documento go-
zan de tranquilidad y seguridad jurídica en el 
momento de la transmisión de los bienes.
 
De igual modo, reconoció que la Campaña es 
producto del trabajo coordinado que desarro-
llan los gobiernos federal y estatales con los 
miembros del Notariado Mexicano, cuyos 
miembros a nivel nacional, reducen sus ho-
norarios y amplían los horarios de atención 
para beneficio de quienes desean otorgar su 
testamento. Y, en esa labor conjunta, Lotería 
Nacional se adiciona anualmente, pues al ini-
cio de la campaña dedica un sorteo alusivo 
a la misma. En 2014, informó el subdirector 
general jurídico, y mediante el sorteo 3,512, 
fueron emitidos y distribuidos a todo el país 

3 millones 600 mil vigésimos, mejor conoci-
dos como cachitos. 

La promoción de la Campaña por parte de 
LOTENAL se ha convertido en una tradi-
ción

Por parte del Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano, tomó la palabra el presidente del 
Consejo Directivo, licenciado Javier Pérez 
Almaraz. Inició diciendo que ganar un pre-
mio de la Lotería debe ser una emoción muy 
grande. No obstante, afirmó, en lo que el No-
tariado podía sentirse ganador, era por parti-
cipar en la ceremonia de LOTENAL dedica-
da a Septiembre, mes del testamento a través 
de su sorteo alusivo, el cual se ha convertido 
en una verdadera tradición.

 En lo que no hay duda de que somos 
ganadores, continuó, es por el hecho de poder 
participar en la ceremonia y sorteo de LO-
TENAL,  en el cual se difunde la campaña 
nacional Septiembre, mes del testamento. 
Con el otorgamiento de un testamento ante 
notario, expuso el licenciado Pérez Almaraz, 
todos ganamos: el testador que lo otorga por 
la tranquilidad implícita en un acto jurídico 
tan importante en la vida; y la familia porque 
el testamento evita gastos excesivos y sus 
miembros se libran de conflictos y litigios in-
necesarios que en la mayoría de las veces son 
desgastantes en lo económico, en lo familiar 
y sentimental.
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 Corresponde al Estado Mexicano, 
acotó, difundir la importancia que en materia 
de seguridad jurídica representa el testamen-
to, en tanto una medida de previsión sencilla 
que busca la paz de las familias y de la so-
ciedad en general. Y, en ese contexto, el No-
tariado participa con sentido social: reduce 
costos en el trámite del otorgamiento y brin-
da asesoría gratuita a quienes consultan a los 
miembros del gremio para esos efectos.

Una vital figura jurídica

 De igual modo, el presidente del 
Consejo Directivo del CNNM reconoció que 
LOTENAL realizara el sorteo alusivo a la 
Campaña, pues es una institución con ante-
cedentes históricos de todos conocidos. Cele-
bró que la ceremonia fuese reflejo de la labor 
conjunta del gobierno federal, a través de la 
SEGOB, de los gobiernos de los estados, del 
CNNM y del Notariado de todo el país, para 
promover la vital figura jurídica representada 
por el testamento. Debemos recordar, señaló, 
sin importar los montos o cantidad de bienes 
obtenidos con el fruto del trabajo para formar 
nuestro patrimonio, el destino más seguro 
que se le puede dar, es justamente mediante 
el otorgamiento de un testamento. 

 Después de agradecer el apoyo de 
funcionarios de la SEGOB y LOTENAL a 
la promoción testamentaria, el notario repre-
sentante del gremio nacional destacó que a 
ese documento se le debe considerar como un 
acto jurídico de gran importancia en la vida 
de cada uno de nosotros, pues no es signo 

de acercarse a la muerte. El testamento nos 
aproxima a la seguridad jurídica y a la tran-
quilidad de saber que la familia tendrá pleno 
conocimiento sobre cuál fue la voluntad ex-
presada y que la misma tendrá pleno cumpli-
miento.

 Finalizó invitando a no posponer; no 
esperar a terminar de pagar la casa o el de-
partamento o los abonos del coche; no aguar-
dar al crecimiento de los hijos, o a tener más. 
Exhortó a otorgarlo sin dilación, pues es un 
acto jurídico que las más de las veces resul-
ta sencillo y fácil de otorgar. En ese sentido, 
reiteró la voluntad del Notariado y su espíritu 
de servicio, los cuales se brindan con voca-
ción y profesionalismo, pues por regla gene-
ral el testamento otorgado ante notario tiene 
puntual cumplimiento en sus términos y es el 
medio para que se concrete la voluntad ex-
presada por quienes lo otorgaron.



Firma de Convenios
Sistema de Administra-
ción Tributaria (SAT)

Durante el tercer trimestre del 2014, 
el Colegio Nacional del Notaria-
do Mexicano contrajo dos impor-
tantes compromisos. El primero 

de ellos fue contraído el pasado 16 de julio 
con el Sistema de Administración Tributaria 
(SAT) de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público quien fue representado por su titular, 
el licenciado Aristóteles Núñez Sánchez. Por 
el lado notarial asistieron los notarios Javier 
Pérez Almaraz y Heriberto Castillo Villa-
nueva, presidente del Consejo Directivo del 
Colegio Nacional del Notariado Mexicano y 
presidente del Consejo del Colegio de Nota-
rios del Distrito Federal, respectivamente.

Al pronunciar su mensaje, el jefe del SAT 
afirmó que los notarios son unos magníficos 
aliados en la dinámica de gestión tributaria 
que al momento desarrolla la dependencia a 
su cargo. En torno a los objetivos del Conve-
nio firmado, señaló que contiene iniciativas 
que son necesarias llevar a la práctica. Para 
ello, el SAT requiere de transmisores, de líde-
res de opinión ante la ciudadanía que auxilien 
en la difusión de las mencionadas iniciativas 
y les otorguen certeza en materia de conte-
nido y significado. De igual modo manifestó 
su beneplácito pues a partir de la entrada en 
vigencia del compromiso, autoridades y no-
tarios celebrarán productivas sesiones de tra-
bajo, permitirá difundir la cultura tributaria y 

abrirá la oportunidad de plantear temas de in-
terés común, además de favorecer la retroali-
mentación en materia fiscal, en esencia, para 
que redunde en propuestas que favorezcan el 
marco jurídico institucional.

También tomó la palabra el presidente del 
Consejo Directivo del Colegio Nacional del 
Notariado Mexicano (CNNM), licenciado 
Javier Pérez Almaraz. En su discurso, mani-
festó estar cierto de que la firma de convenios 
como el formalizado con el SAT, implica la 
precisión de responsabilidades, obligacio-
nes y facultades contraídas por los firmantes. 
Dichos compromisos, prosiguió, tienen la 
característica de brindar certidumbre, de ma-
nera especial al contribuyente, pero también 
a la autoridad tributaria y a los mismos nota-
rios, en tanto encargados de aplicar y ver por 
el cumplimiento de las disposiciones fiscales.

 De igual modo, el licenciado Pérez 
Almaraz, a nombre del Notariado Mexicano, 
externó su satisfacción por la firma del Con-
venio. Entre sus muchos fines, describió, el 
notario tiene el de ser auxiliar y coadyuvante 
en las muchas funciones desempeñadas por 
el Gobierno Federal. Una de ellas, quizá la 
más importante, es la fiscal. Para desarro-
llarla con eficacia el notario se encuentra en 
una permanente actualización, que le permi-
te cumplir a carta cabal con las situaciones y 
recaudación fiscal, como factor determinante 
para posibilitar el gasto público gubernamen-
tal.

 Es continuo el interés notarial por los 
temas fiscales, finalizó el representante de los 
notarios del país. Muestra de ello es el Semi-
nario de Actualización Fiscal impartido en el 
mes de enero. En su edición 2014, fue notoria 
la asistencia récord pues más de 2 mil quinien-
tos notarios y abogados de toda la Republica 
acudieron a poner al día sus conocimientos en 
la materia. Así, con el aprendizaje de nuevos 
conocimientos y esa permanente actualización 
en la cual participa con sus colegas gremiales, 
el notario brinda un notorio apoyo a la auto-
ridad federal en la obtención de mejores in-
gresos recaudatorios; pero esencialemente lo 
pone al servicio de la sociedad, a la cual sirven 
funcionarios y notarios.

Bitácora Nacional 13 
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Secretaría de Goberna-
ción (SEGOB)

El segundo acuerdo fue suscrito con 
la Secretaría de Gobernación, en el 
marco del inicio oficial de la campaña 
nacional de Septiembre, mes del tes-

tamento celebrada en el puerto de Veracruz, 
el pasado 8 de septiembre. En lo esencial y 
como Convenio Marco de Concertación de 
Acciones, el documento signado representa 
un paso adelante en la modernización y forta-
lecimiento de los anteriores compromisos del 
Notariado Mexicano con la SEGOB. La fir-
ma del documento estuvo a cargo de los titu-
lares de la dependencia federal y del Colegio 
Nacional del Notariado, licenciados Miguel 
Ángel Osorio Chong y Javier Pérez Almaraz, 
respectivamente.

En su momento, el maestro David Arellano 
Cuan, jefe de la Unidad General de Asun-
tos Jurídicos de la SEGOB, había expuesto 
los antecedentes y objetivos del documento 
suscrito. Se había referido a la importancia y 
utilidad práctica para los mexicanos, autori-
dades del poder judicial y sobre todo tratán-
dose de las familias, del Registro Nacional 
de Avisos de Testamento (RENAT). También 
hizo énfasis en la trascendencia del Registro 
Nacional de Avisos de Poderes Notariales, el 
cual aún requiere de perfeccionamiento y de 
la participación más decidida de buena parte 
de los gobiernos de los estados.

 Al tomar la palabra durante la cere-
monia respectiva, el maestro Arellano Cuan 
había expresado: …con el convenio que hoy 
se firma no sólo damos un marco idóneo a los 
trabajos que la Secretaría de Gobernación 
ha venido realizando con el gremio nota-
rial, sino que también se abre la posibilidad 
de explorar diversas formas en las que los 
notarios pueden sumar a la cultura de la le-
galidad. Se refería a todas actividades desa-
rrolladas por el notariado; las jornadas, cam-
pañas, asesorías gratuitas que en momentos 
trascienden el ámbito de la competencia no-
tarial. En tal sentido, anticipó la posibilidad 
de explorar esa faceta no contemplada en los 
acuerdos formalmente establecidos, pero que 
fortalecen la promoción y adquisición de la 
cultura de la legalidad entre los mexicanos.
 
 En lo esencial y, conforme al clau-
sulado del documento, las partes (SEGOB y 
CNNM) podrán constituir grupos de trabajo 
orientados a formular proyectos, registros, 
campañas y otras formas de cooperación y 
realizar acciones afines relacionadas con la 
función notarial, cuyos términos y especifica-
ciones serán objeto de convenios específicos. 
Estos compromisos en su momento deberán 
traducirse en programas de trabajo concretos 
cuya formalización por escrito contendrá su 
descripción detallada, calendarización de ac-
tividades (rutas críticas), vigencia, recursos 
humanos participantes así como medios y 
formas de evaluación.



VI y VII Sesiones
del Consejo Directivo

Playa del Carmen, Quintana 
Roo
Durante el tercer trimestre del 2014, el 

Consejo Directivo del Colegio Nacional del 
Notariado Mexicano (CNNM) llevó a efec-
to dos sesiones de trabajo, en igual número 
de entidades federativas. La primera y VI 
contemplada en el programa de trabajo fue 
desarrollada en Playa del Carmen, Quintana 
Roo, el pasado 15 de agosto, y contó con la 
presencia del gobernador Roberto Borge An-
gulo, así como de los representantes de los 
poderes Legislativo, Judicial del Estado y del 
municipio anfitrión: Solidaridad. La ceremo-
nia de apertura de los trabajos del Consejo 
estuvo a cargo del presidente del Colegio de 
Notarios quintanarroenses, licenciado Enri-
que Alejandro Alonso Serrato. 

 En su mensaje, el notario Alonso Se-
rrato agradeció al ejecutivo estatal el apoyo 
brindado a la actividad notarial en su enti-
dad. Asimismo, reconoció la responsabilidad 
asumida con entusiasmo y dedicación, por 
parte del presidente del Consejo Directivo 
Nacional, licenciado Javier Pérez Almaraz, 
en el esfuerzo permanente por modernizar a 
la función notarial, particularmente en lo que 
corresponde al marco jurídico de su compe-
tencia. Reconoció las tareas llevadas a cabo 
por el CNNM, pues en la profesionalización 
continua, la actualización y la discusión aca-
démica del Derecho Notarial es donde se fa-
vorece la transparencia, la rendición de cuen-
tas y la apertura democrática. Al concebirse, 
concluyó, más y mejores herramientas jurí-
dicas se puede avanzar hacia estadios donde 
la legalidad sea la guía y modelo de la actua-
ción notarial.

Por su parte, el presidente municipal del 
Ayuntamiento Solidaridad, licenciado Mau-
ricio Góngora Escalante, después de dar la 
bienvenida a los miembros del Consejo y al 
representante del ejecutivo estatal, destacó 
los 50 años de existencia del Colegio Nacio-
nal del Notariado, durante los cuales ha cum-
plido una enorme labor, desempeñada para 
mejorar el nivel profesional de sus miembros 

al prestar sus servicios en todo el país, a tra-
vés de su permanente actualización.

Previa a la participación del gobernador Ro-
berto Borge, habló el presidente del Consejo 
Directivo del CNNM, notario Javier Pérez 
Almaraz. Entre lo expresado, recordó que el 
año previo el Notariado había celebrado en 
Cancún la Jornada Nacional correspondien-
te. También manifestó su complacencia por 
la nutrida asistencia, tanto de presidentes de 
colegios y consejos notariales de los estados, 
como de los expresidentes del Colegio Na-
cional. Afirmó que la función notarial ha ad-
quirido relevancia en el país por muchos fac-
tores, entre los cuales está la imparcialidad 
para asesorar, pero también para auxiliar al 
débil frente al poderoso y, esencialmente, la 
confianza. Los notarios procuran seguridad 
jurídica mediante una contratación segura; 
otorgan asesoría y realizan una labor preven-
tiva al evitar conflictos y litigios innecesarios 
en la sociedad.

Finalmente, tomó la palabra el licenciado 
Roberto Borge Angulo, gobernador constitu-
cional de Quintana Roo. Inició agradecien-
do la decisión del Notariado por celebrar en 
Playa del Carmen la sexta sesión del Consejo 
Directivo. Felicitó al licenciado Javier Pérez 
Almaraz por el creciente liderazgo del Nota-
riado. Para Quintana Roo y a nivel nacional 
el mandatario estatal aseguró que su adminis-
tración está en la mejor disposición de cola-
borar en los distintos procesos donde tengan 
que ver las dependencias del gobierno del 
Estado. Asimismo, felicitó a los miembros 
del Consejo por los programas y campañas 
donde el gremio participa activamente.

Mérida, Yucatán
La VII y penúltima sesión del 2014 tuvo lugar 
en la capital yucateca: Mérida. El pasado 23 
de septiembre, los consejeros del notariado 
nacional se dieron cita en la llamada Ciudad 
Blanca, para tratar, entre otros temas: la or-
ganización del XXXI Congreso Nacional del 
Notariado a celebrarse en Puebla a mediados 
del próximo mes de noviembre. Acompaña-
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ron al Consejo Directivo encabezado por el 
notario Javier Pérez Almaraz, el consejero 
jurídico del gobierno de Yucatán, licencia-
do Ernesto Herrera Novelo, y el presidente 
municipal de la capital yucateca, licenciado 
Renán Barrera Concha. 

Correspondió dar la bienvenida a los asisten-
tes al presidente del Consejo Estatal del no-
tariado de Yucatán, licenciado Carlos Alberto 
Gamboa Gamboa, quien agradeció la presen-
cia del consejero jurídico, como representan-
te personal del gobernador Rolando Zapata 
Bello. Recordó el representante del notaria-
do local que la última jornada regional cele-
brada en esa entidad fue en mayo del 2006, 
destacando en aquella ocasión el permanen-
te interés del Notariado por su actualización 
académica.

Al tomar la palabra, el licenciado Ernesto 
Herrera Novelo, describió a los miembros del 
Consejo Directivo que el primer acto de go-
bierno de la administración a cargo del licen-
ciado Rolando Zapata Bello, fue dar atención 
a las necesidades del notariado estatal. De esa 
forma, en menos de 100 días se efectuaron 
las reformas necesarias a la ley del notariado 
y su reglamento, de tal modo que respondie-
ran a las necesidades de la sociedad yucateca.

 El funcionario también resaltó el va-
lor que el gobierno estatal otorga al notariado 
nacional. En particular hizo mención a la la-
bor notarial en torno a la ética y la educación 
contínua, lo cual permite la profesionaliza-
ción que caracteriza a sus miembros. Trajo 
a colación el convenio firmado en días pre-
vios por el CNNM y la Secretaría de Gober-

nación (SEGOB) para 
fortalecer la cultura de 
la legalidad entre los 
mexicanos, acotando 
que en Yucatán las au-
toridades desarrollan 
tareas similares para 
promover la certeza y 
seguridad jurídica de 
las familias. 

 El licenciado Herre-
ra Novelo finalizó di-
ciendo que el gobier-
no de Yucatán realiza 
diversas acciones para 
apoyar y sumarse a 
las campañas naciona-
les como Septiembre, 

mes del testamento y brindando ayuda a las 
personas de escasos recursos para que estén 
en posibilidad de escriturar sus propiedades. 
Todo ello, con el respaldo del Consejo estatal 
del notariado, cuyos miembros han apoyado 
tales acciones en todo momento. Ejemplifi-
có lo anterior al informar que, una semana 
previa a la sesión del Consejo Directivo del 
CNNM, 500 familias del estado obtuvieron 
el título de propiedad de su patrimonio, des-
pués de 20 años de no poder tramitarlo.

Finalmente correspondió al licenciado Javier 
Pérez Almaraz hacer uso de la palabra. Men-
cionó la seguridad y el orden visibles en la 
capital del estado, felicitando a las autorida-
des estatal y municipal por dicho logro. Más 
adelante hizo mención a que el CNNM es una 
intitución sólida y solidadaria y que constitu-
ye un orgullo para todos los notarios del país 
ser parte de ella. Dijo que, además de afiliar 
a la mayoría de los notarios de la República, 
las sesiones del Consejo Directivo tienen por 
objeto dar tratamiento y solucionar todos los 
asuntos de importancia para el gremio.

 También se refirió a los programas 
sociales desarrollados por el Notariado, pues 
son relevantes para la sociedad: llevar a la 
práctica un servicio eminentemente social; 
otorgar asesoría gratuita a quienes así lo 
soliciten; dar fe en el otorgamiento de tes-
tamentos y contribuir a la regularización de 
la propiedad. También es determinante su in-
tervención en la recaudación fiscal (federal, 
estatal y municipal); la constitución y opera-
ción de sociedades; la contratación segura y 
la constatación de hechos importantes para la 
sociedad y los gobiernos.



LII Sesión del Consejo 
Consultivo RENAT-RENAP

Veracruz, Ver., 8 de septiembre del 
2014. En el marco del inicio oficial 
de Septiembre, mes del testamento, 
el Consejo Consultivo del Registro 

Nacional de Avisos de Testamento (RENAT 
celebró su quincuagésima segunda sesión. En 
el encuentro de trabajo, también se informó 
sobre los avances logrados en la aplicación y 
resultados logrados en el Registro Nacional 
de Poderes Notariales (RENAP).

 De conformidad con lo informado 
por los funcionarios de la Unidad General de 
Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gober-
nación, al 31 de agosto del 2014 el RENAT 
contabilizó 4 millones 344 mil 244 testamen-
tos registrados en su base de datos. En las 
cifras reportadas, destaca una disminución 
en el número de testamentos otorgados en el 
periodo del 1º de abril al 31 de agosto del 
2014, pues refleja 86 mil 281 documentos de 
última voluntad, contra los 131 mil 270 da-
dos de alta durante el mismo periodo del año 
2103. Es decir, entre los mismos periodos de 

uno y otro año, existe un diferencial del 45 
porciento, negativo para el 2014. (Ver gráfica 
1).

Gráfica 1

Durante la LI sesión, celebrada en Saltillo, 
Coahuila, se mencionó el crecimiento relati-
vo en el número de testamentos otorgados, 
respecto a la población del país y los mexi-
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canos susceptibles de otorgarlos. En esa oca-
sión se contrastaron las estadísticas del nú-
mero de personas contabilizadas censalmen-
te en 2010: según grupos de edad (de 15 años 
o más); a quienes componen a la Población 
Económicamente Activa (PEA); y ambas es-
tadíticas respecto del número de testamentos 
registrados por entidad para ese mismo año. 
La diferencia en cuanto a totales nacionales 
es notoria. Ver gráfica 2.

Gráfica 2

 

La penetración y eficacia de la Campaña 
en las cifras

Sin embargo, probablemente el indicador 
censal que más puede acercarse a la realidad 
y que permite estimar el grado de penetra-
ción de las campañas para pomover la cultura 
del testamento, particularme la de septiem-
bre, es el dato arrojado por el Censo General 
de Población y Vivienda, el cual hasta ahora 
está disponible al 2010. La cifra de Vivien-
das Particulares Habitadas da cuenta de un 
número de mexicanos que, o bien son pro-
pietarios de un bien inmueble, o lo rentan a 
otros y cuentan con cierta capacidad adquisi-
tiva y bienes probablemente heredables. La 
proporción de los 4 millones 334 mil 244 tes-
tamentos otorgados y registrados contra los 
28 millones 159 mil 373 viviendas identifica-
das en la categoría mencionada, porcentual-
mente representa alrededor del 15 por ciento 
respecto del total de quienes habitan y son 
titulares o jefes de familia en los inmuebles 
encuestados. (Ver Gráfica 3).

Gráfica 3

En función de lo anterior y conforme a lo in-
formado en distintos documentos del Conse-
jo, el ritmo de crecimiento en los testamentos 
otorgados y registrados, todavía se mantiene 
por debajo de las expectativas. Las cifras dan 
cuenta de ello. A los esfuerzos para difundir y 
promover la cultura testamentaria y por ende, 
proporcionar seguridad jurídica a las fami-
lias, paulatinamente se adicionan nuevos ins-
trumentos para el fomento de la cultura de la 
legalidad entre los mexicanos. Actualmente 
operan las campañas de Septiembre, mes del 
testamento (que ya se extiende hasta el mes 
de octubre y su cobertura es nacional); Testa-
mento a bajo costo para personas de escasos 
recursos y Testamento a bajo costo para los 
adultos mayores, entre otros.

RENAT: resultados abril-agosto del 2014

Al 31 de agosto del 2014, del total de tes-
tamentos reportados en la base de datos del 
RENAT, seis entidades representan el 68 
por ciento de los registros. Encabeza la lista 
el Distrito Federal, el cual reporta 1 millón 
325 mil testamentos, casi un tercio del total 
de registros. Le siguen Jalisco (506,766); 
Estado de México (467,086); Nuevo León 
(319,699); Guanajuato (179,399) y Sonora 
(159,509). Por su parte, Tlaxcala con sólo 2 
mil 293 testamentos se encuentra en la base 
de la lista. Arriba de Tlaxcala están: Cam-
peche (8,883); Oaxaca (12,560) y Guerrero 
(24,243). En este caso, los cinco estados con 
menor participación representan poco más 
del uno por ciento de los testamentos regis-
trados en el RENAT. (Ver Gráficas 4 y 5).



Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (SE-
DATU) llevan a efecto programas de traba-
jo coordinados y cuya fuente son Convenios 
previamente formalizados. Campañas como 
En noviembre, regulariza tu propiedad o el 
de Modernización de los registros públicos 
de la propiedad apuntan en esa dirección.

 De la primera, que había sido sus-
pendida durante dos años, en la LI sesión del 
Consejo Consultivo, se habló de retomarla, 
una vez realizadas las evaluaciones propues-
tas por el Notariado, y enriquecer la regula-
rización de la propiedad con el Programa de 
Apoyo a los Avecindados en Condiciones de 
Pobreza Patrimonial para Regularizar Asen-
tamientos Irregulares (PASPRAH) llevado e 
efecto por la SEDATU. Tal y como se señaló 
en su momento, la propiedad regular es un 
requisito indispensable para la efectiva ope-
ración del trámite testamentario.1

Con el anterior panorama fue que se llevó a 
efecto la LII sesión del Consejo Consultivo 
del RENAT, una vez que concluyó la cere-
monia de inicio de Septiembre, mes del testa-
mento y donde la SEGOB y el CNNM firma-
ron un Convenio de Coordinación para otor-
garle un mayor impulso al Registro Nacional 
de Avisos de Poderes Notariales (RENAP). 
La jornada de trabajo fue encabezada por los 
titulares de la Unidad General de Asuntos Ju-
rídicos de la SEGOB y del Colegio Nacio-
nal del Notariado Mexicano: maestro David 
Arellano Cuan y el licenciado Javier Pérez 
Almaraz, respectivamente. En su calidad de 
anfitriones también tomaron parte el licen-
ciado José Raúl Ramos Vicarte, director ge-
neral del Registro Público de la Propiedad y 
de Inspección y Archivo General de Notarías 
del Estado de Veracruz y el presidente del 
Colegio de Notarios veracruzano, licenciado 
Eduardo Panes Campillo.

Reglas de operación donde se conciba al RE-
NAT como una herramienta verdaderamen-
te útil

El maestro Arellano Cuan dio inicio a los tra-
bajos, preguntando a los consejeros si había 
dudas o planteamientos sobre el tema del RE-

3. Existe una evaluación del Programa de Modernización 
de los Registros Públicos de la Propiedad realizado por 
parte del Consejo Nacional de Evaluación de la Política de 
Desarrollo (CONEVAL). Entre otros señalamientos destaca 
que  las evaluaciones efectuadas no son de carácter externo 
al Programa el cual, hasta el 2013 había atendido a 12 de 
las 32 entidades federativas es decir, el 37.5 por ciento; un 
6.75 por ciento menor a lo logrado en el 2012.

Gráfica 4

 

Gráfica 5

Solicitudes de búsqueda

Para la fecha del informe en el Registro se 
contabilizaban 933 mil 733 solicitudes de 
búsqueda, y las coincidencias suman 283 
mil 405, en las cuales prevalecen las homo-
nimias. Entre abril y agosto del 2014, hubo 
45 mil 521 solicitudes por parte de jueces y 
17 mil 471 correspondieron a notarios, totali-
zando 62 mil 992. En este rubro, al que se le 
suma Puebla, también las principales entida-
des federativas con mayor número de regis-
tros, son las que cuentan con más solicitudes.

 La tendencia hacia una concepción integral

De igual modo, en un esfuerzo integral por 
fomentar esa cultura de la legalidad, también 
el Notariado Mexicano y las autoridades fe-
derales y estatales, desarrollan otras accio-
nes que contribuyan a superar los rezagos, 
por ejemplo, en materia de regularización 
de la propiedad, tanto urbana como rural. 
Para ello, el Colegio Nacional del Notariado 
Mexicano, las secretarías de Gobernación; de 

Bitácora Nacional 19 
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NAT, con el objeto de fortalecerlo. En el mis-
mo sentido se refirió al RENAP, en tanto un 
compromiso de la SEGOB con los miembros 
del Consejo, particularmente con el Notaria-
do Mexicano. Propuso dar inicio a un proce-
so de planeación donde se incluyan reglas de 
operación en cuyo esbozo participaran todos 
los consejeros. El propósito es convertir al 
Registro en una herramienta verdaderamente 
útil, sobre la cual se tomen decisiones con-
juntas acerca de su funcionamiento y finan-
ciamiento y todo lo que tenga que ver con la 
parte operativa del RENAP.

Por su parte, el presidente del Consejo Di-
rectivo del CNNM, notario Javier Pérez Al-
maraz, además de agradecer la asistencia de 
funcionarios y notarios, señaló que los tra-
bajos desarrollados por el Consejo Consul-

tivo son de extrema 
importancia y celebró 
la permanente y cer-
cana comunicación 
entre autoridades y 
los miembros de su 
gremio en toda la Re-
pública. Ello permite, 
afirmó, que los avan-
ces sean cada vez más 
significativos para be-
neficio de la seguridad 
jurídica demandada 
por la ciudadanía, tan-
to en el terreno de los 
testamentos, como en 
el de los poderes nota-
riales.

A continuación, el li-
cenciado José Raúl Ramos Vicarte, con la 
representación del doctor Javier Duarte de 
Ochoa, gobernador veracruzano, dio el for-
mal inicio a los trabajos del Consejo Consul-
tivo. Habló sobre la trascendencia de que la 
sesión del Consejo fuese celebrada en el mar-
co de las actividades correspondientes al mes 
del testamento el cual, desde hace 11 años 
busca fomentar la cultura de la legalidad, la 
previsión y la certeza jurídica en la ciudada-
nía. En tal contexto hizo un reconocimiento 
al desempeño notarial en todo el país, a tra-
vés de la coordinación lograda por el CNNM 
con los colegios estatales y las autoridades 
corespondientes. Y, en ese sentido enfatizó 
el interés del gobernador veracruzano por 
contribuir a la labor difusora de la Campaña, 
promoviéndola en todo el territorio estatal.
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Septiembre, mes del
testamento en los estados

La campaña nacional de Septiembre, mes 
del testamento es replicada y promovi-
da en la toda la República Mexicana. 
Cada entidad federativa ha adquirido 

el compromiso de fomentar la cultura de la le-
galidad a través de la seguridad jurídica de las 
familias que brinda el otorgar testamento. Así, 
además de las ceremonias de inicio organizadas 
por la Secretaría de Gobernación (SEGOB) en 
coordinación con el Colegio Nacional del No-
tariado Mexicano (CNNM) los gobiernos esta-
tales y sus ejecutivos también se suman a dicho 
esfuerzo, con actividades que formalizan el ini-
cio de la campaña en su entidad.

De las entidades, escribano contó con 
la información generada en Guanajuato y Que-
rétaro, donde sus respectivos gobernadores en-
cabezaron el inicio de la campaña en sus respec-
tivas jurisdicciones territoriales.

Guanajuato, Gto., 28 de agosto del 2014. 
En esta fecha, el gobernador guanajuatense, 
Miguel Márquez Márquez puso en marcha Sep-
tiembre, mes del testamento. En el acto al que 
asistieron funcionarios de los tres poderes, el 
acalde de Guanajuato Luis Fernando Gutiérrez 
Márquez, así como los representantes de los 
notariados local y nacional, licenciados Irma 
Gutiérrez Galván y Javier Pérez Almaraz, res-
pectivamente, el mandatario estatal manifestó 
que la campaña fomenta entre las familias gua-
najuatenses una cultura de seguridad jurídica en 
la herencia de bienes patrimoniales.
 Asimismo destacó que a lo largo de 12 
años de aplicación, el mes del testamento se ha 

convertido en una campaña exitosa cuyo propó-
sito es ofrecer a las familias certeza y seguridad 
jurídica. Indicó que la meta para Guanajuato en 
septiembre del 2014, es superar la entrega de 9 
mil 200 testamentos, lo cual será posible con la 
participación corresponsable de los 330 notarios 
públicos desarrollan sus actividades en la enti-
dad.

En el 2013, 61 por ciento de los testamentos 
otorgados correspondieron al mes de sep-
tiembre
En el anterior sentido y en el marco de la cere-
monia inaugural, el gobernador Márquez Már-
quez firmó un Convenio de Colaboración con 
el Colegio de Notarios de Guanajuato, represen-
tado por la licenciada Irma Gutiérrez Galván. 
Mediante dicho compromiso, las oficinas regis-
trales no cobrarán los derechos por concepto de 
avisos de testamento. Por su parte, los notarios 
contraen la obligación de ampliar sus horarios 
de atención al público, además de realizar guar-
dias durante el mes de septiembre, además de 
la asesoría gratuita, tanto gubernamental como 
notarial.

 El licenciado Miguel Márquez hizo una 
invitación a todos los guanajuatenses para apro-
vechar las facilidades otorgadas en el proceso de 
hacer un testamento ante notario público. Infor-
mó que, durante 2013, en el estado se registra-
ron 15 mil 100 testamentos, de los cuales, el 61 
por ciento correspondió al mes de septiembre. 
Finalmente, expresó su reconocimiento al com-
promiso social de los notarios locales, al apoyar 
a las familias para la obtención de certeza jurí-
dica al momento de heredar sus bienes patrimo-
niales.

Querétaro, Qro., 1º de septiembre del 2014. 
En la entidad el número de testamentos otor-
gados ha tenido un crecimiento exponencial: 
en 2012 fueron 5 mil 800; para 2013 sumaron 
8 mil 300, de los cuales 6 mil 900 (el 80 por 
ciento del total) correspondieron al mes de sep-
tiembre; la meta para el 2014 es alcanzar 8 mil 
500. La campaña Septiembre, mes del testamen-
to en Querétaro contempla distintas facilidades 
para que los ciudadanos acudan ante un notario 
y expresen su última voluntad: exención en el 
pago de derechos de aviso de testamentos ante 
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el Archivo General de Notarías; la sustancial 
reducción en el cobro de honorarios por parte 
de los notarios que alcanza el 50 por ciento por 
ese concepto y; las facilidades brindadas por los 
notarios al incrementar sus días de atención al 
público para estipular formalmente su voluntad.

Con el anterior panorama, notarios y autorida-
des queretanas dieron inicio a la versión estatal 
de la campaña nacional en torno a la promoción 
del testamento. La reunión alusiva estuvo en-
cabezada por el gobernador José Eduardo Cal-
zada Rovirosa, funcionarios y representantes 
de los tres poderes en la administración estatal, 
así como por los representantes del Consejo de 
Notarios de Querétaro y del Colegio Nacional 
del Notariado Mexicano, licenciados Jorge Lois 
Rodríguez y Javier Pérez Almaraz, respectiva-
mente.

A nombre del Notariado queretano habló el 
licenciado Jorge Lois quien describió que, su-
ceder por causa de muerte, significa transmitir 
todos los derechos y obligaciones que tengan 
valor económico apreciado. Este acontecimien-
to jurídico, detalló, contribuye de manera muy 
importante al logro de la seguridad jurídica y la 
paz social. El testamento, dijo más adelante, es 
un medio eficaz para que el orden jurídico siga 
vigente después de la muerte del testador con 
los menores trastornos posibles, tanto para el 
heredero como nuevo titular del patrimonio que 
quedó vacante, como para los demás beneficia-
dos con el testamento, además de los acreedores 
y la tranquilidad social de la familia.

El valor agregado de la función notarial
En el testamento, afirmó el notario, se refleja el 
cumplimiento de uno de los fines últimos del Es-
tado de Derecho ya que garantiza la libre trans-
misión de la propiedad y asegura el patrimonio. 
Por ese motivo, prosiguió, en el notario descan-
sa la delicada responsabilidad de mantener la 
firmeza de la legalidad que demanda la comuni-
dad y de responder al Estado por el eficaz, trans-
parente y profesional ejercicio de la función que 
le ha sido delegada. Pero, la función del notario 
va más allá de la expresión documental del tes-
tamento; previamente asesora jurídicamente al 
ciudadano para que tome la mejor decisión: ello 
es un valor agregado que aporta el notario en el 
desempeño de su función.

Por su parte, el presidente del Colegio Nacio-
nal del Notariado Mexicano, licenciado Javier 
Pérez Almaraz, reseñó las cualidades del testa-
mento al describirlo como un acto jurídico de 
previsión que por regla general hace que la vo-
luntad del testador se cumpla cabalmente y con 
ello propiciar la tranquilidad familiar. Agradeció 
al gobernador Calzada Rovirosa la importancia 
conferida al inicio de la campaña, la cual se ha 
vuelto tradicional y valorar al testamento como 
una figura jurídica preventiva de conflictos, 
donde la labor de asesoría, servicio y seguridad 
brindada por los notarios.

 Los intestados, continuó, son en mu-
chos caso fuente de conflictos, litigios costosos 
y desgastantes en muchos aspectos tanto en lo 
económico, lo sentimental y familiar. Después 
de señalar que en septiembre del 2013 se otor-
garon 293 mil testamentos a nivel nacional, el 
notario Pérez Almaraz dijo que los miembros 
de su gremio no son servidores públicos, pero 
proporcionan un servicio público; realizan una 
labor preventiva de conflictos, la cual requiere 
de actualización y capacitación constantes.

Finalmente, el gobernador queretano, José Cal-
zada Rovirosa, expuso que para su administra-
ción el mes del testamento es muy importante 
pues representa una forma de garantizar certeza 
jurídica en el patrimonio de las personas. Agra-
deció la vocación de servicio del Notariado que-
retano para apoyar a la sociedad en un propósito 
tan importante como lo es el hecho de garantizar 
que las familias, los seres queridos, gocen del 
patrimonio logrado a través de muchos años de 
sacrificio y trabajo. Entre otros señalamientos, 
culminó reconociendo a los notarios queretanos, 
siempre presentes en los momentos importantes 
para la entidad.
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Novedades 
en derecho
familiar

Muy recientemente, en el paso de 
unos pocos años, han tenido lugar 
importantes reformas en materia de 
derecho de personas y  familia. De 

hecho, las novedades en estas áreas tienen lugar a 
un ritmo mucho más rápido que en las otras áreas 
tradicionales del derecho civil,  como las de bie-
nes y derechos reales, sucesiones,  obligaciones 
y contratos.

Por otra parte, el mosaico de legislaciones que 
conforma nuestro país ofrece, a despecho de la  
anhelada uniformidad legislativa, una variedad 
cada vez mayor de soluciones.

He aquí un breve recuento, separado por temas, 
de algunas de las novedades más importantes en 
esta área en los últimos años. Consigné cuidado-
samente la ley, el año, los artículos precisos y una 
síntesis del avance legislativo, de modo que el 
lector pueda en todo momento verificar la cita en 
su versión fidedigna.

Derechos de las personas
-   Se precisan los derechos de las personas enun-
ciando,  de manera no limitativa,  los derechos 
al honor, a la dignidad, al crédito y al prestigio; 
al aseguramiento de una vida privada y familiar 
libre de violencia; el respeto a la reproducción de 
la imagen y voz; los derivados del nombre o del 
seudónimo y de la identidad personal, domicilio 
y  presencia estética; los derechos afectivos de-
rivados de la familia, la amistad y los bienes y, 
finalmente,  el respeto, salvaguarda y protección 
de la integridad física, psicológica y patrimonial 
(art. 2.5 CCMEX, 2010).

-   Se consigna un variado elenco de  formas de 
discriminación por las siguientes circunstancias 
personales:  edad, sexo, embarazo, estado civil, 
raza, idioma, religión, ideología, orientación se-
xual, identidad de género, expresión de rol de 
género, color de piel, nacionalidad, origen o po-
sición social, trabajo o profesión, posición eco-

nómica, carácter físico, discapacidad o estado de 
salud (¡18 en total!). (art. 2  CCDF, 2008).
De hecho, este artículo ha transitado de la nada  a 
las actuales 18 formas de discriminación, porque 
la versión original sólo mencionaba que la capa-
cidad jurídica era igual para el hombre y la mujer, 
y que en consecuencia “la mujer no quedaba so-
metida por razón de su sexo”.

Incapacidad
-   Se puntualiza que las incapacidades legales 
constituyen solamente restricciones a la capa-
cidad de ejercicio (art. 23 CCDF, 2000; art. 22 
CCHGO, 2010; art. 22 CCMICH, 2010). En 
cambio, en modificaciones recientes en Queré-
taro,  estas incapacidades aún se califican como 
restricciones a la personalidad (art. 23 CCQRO, 
2010).

Derecho al nombre
-   Se precisa que el nombre podrá formarse sólo 
por un nombre compuesto, o sólo hasta por dos 
sustantivos (art. 68, fr. I inciso a, CCGTO, 2011).

-   Por lo general, se admite el cambio de nombre 
sólo cuando se demuestre que de manera inva-
riable y constante, una persona ha usado en su 
vida social y jurídica otro nombre distinto al de 
su registro, o bien por causa de homonimia -si le 
resulta afrenta, ridículo o perjuicio, sea éste eco-
nómico o no-. 

    En efecto, el CCDF sólo admite que se hagan 
constar declaraciones en jurisdicción voluntaria o 
en instrumento notarial, “sin que impliquen recti-
ficaciones, modificaciones, ni aclaración del acta 
de nacimiento”  (art. 138 bis in fine, CCDF), y una 
sentencia reciente de la Suprema Corte resolvió 
que la modificación del apellido de una persona 
solo se puede dar cuando sea necesario ajustarlo 
a la realidad social, invocando como fundamento 
el denominado “principio de inmutabilidad” del 

1. Notario 2 de Córdoba, Veracruz y exdirector de escribano.
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nombre (Amparo Directo 259/2013, ponente mi-
nistro Jorge Mario Pardo Rebolledo).
    En Veracruz, en cambio, una persona puede 
mudar su nombre por causa exclusivamente vo-
luntaria (art. 61, fr. II, CCVER), incluso en sede 
notarial, dando aviso al Registro Civil. 

Ausencia y presunción de muerte
-   Se establece la eventual enajenación o arren-
damiento  de bienes del cónyuge abandonado sin 
el consentimiento del ausente, con el propósito 
de obtención de alimentos (art. 206 bis CCDF, 
2000).
-   En el caso de presunción de muerte, se agrega 
la hipótesis relativa a los “actos presumiblemente 
atribuibles a la delincuencia organizada y secues-
tro”. El  plazo obligado de espera para dictar la 
resolución correspondiente es de  seis meses (art.  
150 CCPUE, 2012).
-   Se disminuye el plazo de presunción de muerte 
a solamente tres meses, siempre que se trate de 
causa de guerra, siniestro, desastre o secuestro 
(art. 4.373 CCMEX. Cfr. art. 705 in fine, CCDF: 
seis meses). 

Derecho de familia
-   Se han expedido nuevas leyes o  códigos de 
familia, como en los siguientes casos:
 - Código Familiar de Zacatecas (1986);
 - Código Familiar para el estado  de Mo-
relos (2006);
 - Código Familiar para el estado de Mi-
choacán de Ocampo (2008);
 - Ley  de la Familia para el estado de 
Baja California (2011);
 - Código de Familia para el estado de So-
nora (2011);
 - Código de Familia para el estado de Yu-
catán (2012);
 - Código Familiar de Sinaloa (2013).

 Además se han promulgado leyes auxi-
liares en  materia de atención a la familia, grupos 
vulnerables, violencia contra las mujeres, protec-
ción a la maternidad, derechos de jefas de fami-
lia, desarrollo familiar, derechos de niñas, niños 
y adolescentes, adultos mayores, etc.

Matrimonio
-   Se establece como tipo delictivo el “robo de la 
novia”, eliminando la tradicional figura de rapto 
(art. 275 CPPUE, 2013). A  la fecha ya existen 
también iniciativas en este rubro en Tabasco, 
Nuevo León y Querétaro.
-   Se  prescribe la obligación de los futuros cón-
yuges de asistir a pláticas de orientación prema-
trimonial y talleres de salud sexual y adicción 
(art. 103 CCGTO, 2012; art. 139 bis CCQRO, 
2010; art. 57, fr. 9, CFSIN y art. 726, fr. IV, CC-
VER, 2008).

-   Se establece en 18 años la edad mínima para 
contraer matrimonio, aunque puede celebrarse 
entre menores con previa autorización de padres, 
tutores o juez de lo familiar (art. 148 CCDF). Ve-
racruz, también con edad mínima de 18 años, no 
permite excepciones (art. 86 CCVER).
-   Se define el denominado “estado familiar” 
como la situación jurídica que tiene toda persona 
en relación a su familia y a la que se le atribuyen 
consecuencias jurídicas.  Se citan como fuentes 
de dicha institución al matrimonio,  al concubi-
nato y al parentesco.  Se  precisan además  los es-
tados civiles como los de soltero, casado, viudo, 
divorciado y  concubino (art. 1094 CFSIN). 

Uniones homosexuales
-   Se admite  en el Distrito Federal una nueva 
definición de matrimonio en la forma siguiente: 
“la unión libre de dos personas para realizar la 
comunidad de vida, en donde ambos se procu-
ran respeto, igualdad y ayuda mutua” (art. 146 
CCDF, 2009; Ley de Sociedad de Convivencia, 
2006).
 
-   Las uniones entre personas del mismo sexo 
ya están previstas legalmente en Coahuila (arts. 
195-1 a 195-8 CCCOAH, 2007) y en Jalisco (Ley 
de Libre Convivencia, 2013).

         En el Estado de México, sin embargo, aún  se 
conceptúa al matrimonio como “una institución 
de carácter público e interés social, por medio de 
la cual un hombre y una mujer voluntariamente 
deciden compartir un estado de vida para la bús-
queda de su realización personal y la fundación 
de una familia” (art. 4.1 bis  CCMEX, 2002).

-   Se expide la Ley de Libre Convivencia en el 
estado de Jalisco (2013), autorizando la celebra-
ción de esta unión ante notario público. No hay 
posibilidad de adoptar.

Concubinato
-   Se define la figura del concubinato –en ocasio-
nes con capítulos especiales- precisando las con-
secuencias legales  que tienen lugar (arts. 291 bis 
a 291 quintus CCDF, 2000; arts. 4.403 y 4.404 
CCMEX; art.  291 bis CCNL, 2004).
 
-   Se establece expresamente que los concubi-
nos están obligados a darse alimentos (art. 4.129 
CCMEX).

-   No se emplea más el término “concubinario” 
–algo arcaico y sexista- para designar al compa-
ñero masculino, sino el de “concubino”  (art. 291 
CCPUE, 2011; art. 1094 CFSIN), pero no es  aún  
una regla general. De hecho, el Diccionario de la 
Real Academia Española consigna aún el término  
“concubinario” con un sentido posesivo.
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-   Se consigna el derecho preferente de los cón-
yuges o concubinos para adoptar (art. 380 CC-
QRO, 2012).

Divorcio
-   Se admite el divorcio unilateral sin expresión 
de causa (arts. 266 y 267  CCDF, 2008; art. 4.89 
CCMEX, 2012; art. 362 CCCOAH, 2013; art. 
181 CFSIN). 

Régimen patrimonial
-   Se hace obligatoria la celebración de conve-
nios patrimoniales al momento de contraer ma-
trimonio (arts. 98, fracción V y 99 CCDF, 2010 
y art. 726, fr. VI, CCVER, 2008). Se previene el 
cambio de régimen matrimonial ante juez o nota-
rio (art. 168 CCVER).

-   Se reputa como “contribución económica al 
sostenimiento familiar” la aportación del cónyu-
ge que se ocupe del cuidado del hogar o de la 
atención de los menores. Se  establece correlati-
vamente la obligación del consorte para respon-
der íntegramente de los gastos (arts. 164 bis y 
267  CCDF, 2000; arts. 69 y 127 CFSIN; art. 4.18  
CCMEX;  art. 310 bis  CCAGS, 2012; art. 268 
CCQRO, 2010; art. 367 CCCOAH, 2013).

-   Se regulan los bienes que no ingresan a la so-
ciedad conyugal, como los adquiridos por pres-
cripción,  créditos propios,  adquisiciones por 
permuta, consolidación de la propiedad y del 
usufructo, derechos de autor y  bienes personales, 
o los derivados de la profesión, arte u oficio, ade-
más de la enumeración tradicional que consigna 
la herencia, los legados, la donación y el don de 
la fortuna (arts. 182 quintus, CCDF, 2000; 94 y 
126, CFSIN; art. 4.27  CCMEX).
 
-   Se permite ya la celebración de contratos de 
compraventa aun bajo el régimen de sociedad 
conyugal, siempre que se relacionen las capitula-
ciones matrimoniales, que el bien adquirido que-
de fuera del patrimonio común y que el adquiren-
te se constituya en deudor subsidiario (arts. 131, 
fr. I, inciso a, y 133 CFZAC, 2009).

-   Se establece expresamente que el mandato 
para actos de dominio entre cónyuges no puede 
ser irrevocable (art. 131, fr. I, inciso d, CFZAC, 
2009).

Donaciones
-   Ya se pueden revocar las donaciones ante-
nupciales en virtud de conductas posteriores de 
adulterio, violencia o abandono de obligaciones 
alimentarias (art.  228 CCDF, 2000).
-   Se dispone la perfección de las donaciones 
entre consortes una vez transcurridos tres años a 
partir de la liberalidad, añadiendo que solo pue-

den ser revocadas por causa de “extrema ingra-
titud” y en el plazo perentorio de tres años (art. 
182, fr. IV, CFZAC, 2009).

Patria potestad y tutela
-   Se decide que los menores de doce años, en 
caso de divorcio, deben quedar preferentemente 
al cuidado de la madre (art. 4.95 CCMEX;  art. 
414 bis CCNL, 2012; art. 282 B, fr. II in fine, 
CCDF, 2008). En el estado de Veracruz se pre-
viene esta situación, pero a la edad más temprana 
de siete años (art. 156, fracción VI).

-   Se  previenen expresamente los efectos legales 
de los hijos menores de edad o mayores en esta-
do de interdicción, en el caso de las familias “re-
compuestas” o “ensambladas” (art. 387 CFSIN, 
2013).

-   En materia de  patria potestad, se establece 
ahora un derecho preferente a favor de los abue-
los maternos en caso de  ausencia de los padres 
(arts. 347 y 350 CFSIN). Pero no es así en la ma-
yoría de los casos (por ejemplo, arts. 414 y 490 
CCDF). 

-   Se  regula en forma expresa el que los cónyu-
ges deben abstenerse de propiciar cualquier acto 
de manipulación que pueda producir en los hijos 
rencor o distanciamiento hacia el otro progeni-
tor (art. 259 bis CCTAMPS, 2010; art. 554 CC-
COAH, 2013).

-   Se consigna la posibilidad de la guarda y cus-
todia compartida de los menores (arts. 282 B II y 
283 bis CCDF, 2008).
-   Se enumeran las obligaciones de crianza a car-
go de aquellas personas que ejercen la patria po-
testad y custodia (art. 414 bis CCDF).

-   Se reputan válidos los actos patrimoniales ve-
rificados por padres o tutores en lo que resulten 
beneficiosos para el menor (art. 494 C in fine 
CCDF).

Se amplían a cinco las formas de la tutela: testa-
mentaria, legítima, dativa, cautelar y de los meno-
res en situación de desamparo (art. 461 CCDF).

Reconocimiento de hijos
-   En el  caso de reconocimiento de hijos, se es-
tablece una diferencia de al menos  once años en-
tre quien reconoce y el hijo a ser reconocido (art. 
417 CCNL, 2011).
-   Se admite el análisis del ADN como prueba de 
paternidad y maternidad, realizada por institucio-
nes públicas (arts. 382 y 385 CCDF, 2000; art. 
381 bis CCNL, 2012; arts. 804 in fine CCHGO, 
2010 y art. 314, fr. IV, CCVER, 2010)
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Adopción
-   Se caracteriza la adopción como irrevocable 
(art. 4.198 CCMEX y art. 339, C, CCVER).

-   El  parentesco  que resulta de la adopción se 
equipara al consanguíneo (arts. 293, 295 y 390 
CCDF, 2011; 4.120 CCMEX; 196 y 199 CFSIN, 
2013). Pero en Aguascalientes y otros estados 
aún se clasifica este parentesco como civil (art. 
413 CCAGS, 2010).

Alimentos
-   Se amplía el concepto de alimentos a los gas-
tos necesarios para que el acreedor alimentario 
pueda tener un “sano esparcimiento” (art. 206, 
CFSIN, 2013).

-   Se prescribe un incremento automático en el 
caso de alimentos, conforme al aumento del sala-
rio mínimo general (art. 311, CCNL, 2000).

-   En caso necesario se pueden estimar las ganan-
cias del deudor alimentario con base en los “sig-
nos exteriores de riqueza”. Tamaulipas resuelve 
los casos similares con base en la “capacidad 
económica y el nivel de vida” (art. 311 CCNL, 
2011; art. 288 CCTAMPS, 2010).

-   Se previene expresamente la obligación de 
proporcionar alimentos a los menores hasta el 
término de los estudios profesionales, teniendo 
como límite los  25 años de edad (art. 293 CC-
QRO, 2012).

-   Se consigna que el derecho a la pensión ali-
menticia se extingue cuando el acreedor alimen-
tario contrae nuevas nupcias o se une en concu-
binato (arts. 4.99 in fine  y 4.109 CCMEX). Se 
agrega que tienen  derecho a recibir alimentos 
en el divorcio voluntario, pero sólo por el mismo 
lapso de duración del matrimonio  (art. 367 CC-
COAH, 2013).

En el Distrito Federal y en Coahuila se crean los 
denominados “registros de deudores alimentarios 
morosos”, donde se inscriben a las personas que 
no cumplen puntualmente con la obligación ali-
mentaria a su cargo (arts. 35 tercer párrafo, 309 y 
323 septimus CCDF, 2011; 145 y 415 CCCOAH, 
2012).

Violencia familiar
-   Se precisan las formas de expresión de la vio-
lencia familiar en sus modalidades de  violencia 
física, verbal, psicoemocional, económica y se-
xual (arts. 323 bis y 323 sextus CCDF; arts. 232 
y 324 bis CFSIN, 2012; art. 4.397 CCMEX; art. 
323 bis 1 CCNL; art. 291  CCPUE, 2012 y arts. 
254 bis y 254 ter  CCV). 

-   Se  regulan en forma detallada las denomi-
nadas “órdenes de alojamiento o protección fa-
miliar” (art. 156, fr. VII, CCVER) precautorias 
y cautelares,   y el auxilio policíaco inmediato 
(arts. 323 bis 2 a 323 bis 5 CCNL, 2012). En este 
último caso, alejando al probable responsable de 
su presunta víctima, en un espacio de 100 hasta 
500 metros.

Patrimonio de familia
-   Se amplían los bienes  objeto del patrimonio 
familiar al mobiliario,  a la parcela cultivable, a 
los giros industriales y comerciales de carácter 
familiar, a los  animales, a los bienes muebles y 
equipos agrícolas, así como al vehículo automo-
tor  y a los  utensilios profesionales o propios de 
la actividad laboral (art. 723 CCDF, 2000; art. 
581 CFSIN).

-   Se crea la figura de la hipoteca inversa (arts. 
7.1124 y 7.1144 bis, CCMEX).

Derecho Registral
-   Se  incorporan como nuevos formatos del 
Registro Civil las  actas que formalicen el deno-
minado “pacto civil de solidaridad” y su termi-
nación (art. 147 CCCOAH, 2012). En la Ciudad 
de México se agrega el formato registral por “re-
asignación para la concordancia sexo-genérica” 
(arts. 35 y 135 bis CCDF, 2008;  véanse también 
los arts. 36  y 1193 in fine  CFSIN).
 
-   Se previene la expedición de formatos del Re-
gistro Civil en lenguas indígenas (art. 36 CCDF, 
2012).

-   Ya se pueden expedir extractos de las actas del 
Registro Civil (art. 39 CCDF, 2004).

-   Se distingue ahora en el texto legal –que no  
tiene obligación de enseñar Derecho- entre las 
técnicas de inserción y homologación en la ins-
cripción de los actos del estado civil adquiridos 
en el extranjero por mexicanos  (art. 60 CCGTO, 
2011).

-   Se moderniza la función registral de la propie-
dad a través de formatos precodificados  y  em-
pleo de tecnología telemática. Se crea en el Esta-
do de México el Instituto de la Función Registral 
(arts.  8.1-8.70 CCMEX,  2011).

-   Se crea, también en el Estado de México,  el 
denominado Registro de Personas Jurídicas Co-
lectivas (art. 8.73  CCMEX).
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Derecho 
sucesorio 
en materia 
agraria
Notario Juan Jesús D. Aguirre Utrilla1

1.- Introducción. 

El Derecho Agrario se ha venido adecuando a 
las necesidades del campo por lo cual conside-
ro que es un Derecho dinámico. En nuestro país 
a pesar de que tenemos regiones disímbolas las 
condiciones sociales y naturales muy distintas 
creo que el efecto más inmediato que vino a 
revolucionar la tenencia de la tierra en los nú-
cleos ejidales y comunales es a partir de la vi-
gencia de la actual Ley Agraria, y demás regla-
mentación que atendiendo a las necesidades en 
el campo trajo un gran cambio y oportunidades 
al sujeto agrario; en primer lugar CERTEZA 
JURÍDICA en la tenencia de la tierra, termi-
nando con las reglas ancestrales y atávicas, lo 
que tenia al campo muchas veces en suma po-
breza ya que estas tierras, en ocasiones fueron 
abandonadas por la búsqueda de espejismos de 
mejoría en el País vecino. 

El certificado de derechos agrarios de 
los viejos ejidatarios era como una membrecía 
dentro de su núcleo pues este no contenía ni 
ubicación, medidas y colindancias, lo que en 
algunas zonas propiciaba, la agricultura trashu-
mante. Las consecuencias más dolorosas de lo 
anterior se dio en las zonas altas, de bosques, 
donde, con viejas prácticas tumba, quema y 
rosa acababa con nuestra riqueza forestal. 

La expedición de certificados parcela-
rios da certeza en la tenencia de la tierra, cabe 
señalar que no fue fácil convencer que los 
ejidos y bienes comunales entraran a progra-
mas de certificación Quienes no lo hicieron y 
mostraron resistencia, muchas veces dejaron 
sin certificar los asentamientos humanos, con 
el argumento de que eran perjudiciales en el 
pago de impuestos de los solares urbanos. Sin 
embargo poco a poco han entrado a la certifica-
ción que es necesaria en estos tiempos. 

Circunscribiéndome a la demarcación del Dis-
trito Notarial en donde ejerzo y atiendo como 
Notario Público del Estado de Guerrero, puedo 
decir que la mayoría de los ejidos colinda con 
el litoral o zona Federal marítima terrestre. En 
Guerrero contamos con aproximadamente 510 
kilómetros de litoral, pero también es de seña-
larse que contamos con partes altas como son 
la montaña y la sierra donde, para los núcleos 
ejidales y bienes comunales, es más difícil la 
regularización: ya sea por las barreras topo-
gráficas, distancia o también por las distintas 
lenguas, pues contamos con étnias Amuzgas, 
Tlapanecas, Mixtecas, y Afro Mestizos. Todos 
ellos luchan por conservar sus usos y costum-
bres, como es el caso de las policías comunita-
rias las cuales ya son insuficientes para detener 
las actividades ilícitas. siembra de estupefa-
cientes por lo cual deberemos decir que es una 
realidad que SI existe la violencia. 

Por lo que toca a los ejidos del litoral, 
a partir de la vigencia de la nueva Ley dichas 
propiedades convirtieron en tierras de gran va-
lor. Desde ese punto de vista traduzco las pro-
puestas que hoy expondré: la seguridad jurídica 
con un testamento agrario y por lo que toca al 
derecho del tanto en la primera enajenación de 
parcela que adopta el dominio pleno; esta no-
tificación en primer lugar pone en descubierto 
al enajenante convirtiéndolo en posible víctima 
del crimen organizado. Por otro lado, el adqui-
rente (sea persona moral o física) siempre esta-
rá en riesgo de la demanda de nulidad motivada 
por la ausencia de dicha notificación o por no 
haberse cubierto los requisitos correspondien-
tes. O bien, de posibles arreglos que puedan re-
sultar, no inmunizan, ni blindan al comprador 
de otra nueva demanda, lo que es terrible sobre 
todo cuando ha iniciado un Desarrollo turísti-
co o habitacional, y cuando dicha obra ya está 
avanzada. 

1. Notario 14 de Acapulco y presidente del Colegio de 
Notarios de Guerrero.
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El Derecho Sucesorio. 

A).- Antecedentes:
 I.- Los Códigos Agrarios de 1934, 1940 
y 1942, establecieron respectivamente, que en 
caso de fallecimiento del ejidatario, sus dere-
chos pasarían a la persona a quien sostenía aún 
cuando no hubiese sido su pariente, siempre 
que hubieren vivido en familia, que al recibir 
la parcela consignaría al comisariado ejidal 
una lista de las personas que vivían a sus ex-
pensas expresando el nombre de quien a su 
fallecimiento, debería sustituirlo como jefe de 
familia; sin incluir a personas que tengan otra 
parcela. 
Sólo tienen derecho a ser incluidos en las listas 
de sucesión: la mujer del ejidatario, los hijos, 
las personas de cualquier sexo que hayan for-
mado parte de su familia, y si se incluía a un 
menor de 16 años, incapacitado para dirigir la 
explotación, el consejo de vigilancia designaría 
quien lo hiciera. Y, si el ejidatario al morir, no 
hubiese designado sucesor o este renunciara, o 
fuese privado legalmente de ella, la asamblea 
resolvería sobre la adjudicación, por mayoría 
de dos terceras partes, con aprobación del De-
partamento Agrario. Designar heredero entre 
las personas que dependan económicamente de 
él; si al tiempo de su fallecimiento este haya 
muerto, o se haya ausentado definitivamente 
del núcleo de población, la herencia correspon-
derá a la mujer legítima o a la concubina, con 
la que hubiere procreado hijos, o a aquella con 
la que hubiera hecho vida marital durante los 
seis meses anteriores al fallecimiento. A falta 
de mujer, heredarán los hijos, y en su defecto, 
las personas que el ejidatario haya adoptado 
o sostenido, prefiriendo entre los primeros al 
de más edad y entre los segundos a aquel que 
hubiese vivido durante más tiempo con el eji-
datario, no pudiendo heredar quien disfrute de 
unidad de dotación o parcela. Deberían inscri-
birse en el Registro Agrario Nacional ( R.A.N.) 
los derechos de las parcelas ejidales y las listas 
de sucesión. 
 II.- Ley Federal de Reforma Agraria 
del 16 de Marzo de 1971, retoma el sistema de 
considerar la parcela como patrimonio parcela-
rio familiar. En ella se obligaba al ejidatario a 
testar a favor de su cónyuge e hijos, o en defecto 
de ellos a la persona con la que haga vida mari-
tal, siempre que dependan económicamente de 
él y a falta de las personas anteriores, el ejida-
tario formulará una lista de sucesión en la que 
consten los nombres de las personas y el orden 
de preferencia conforme al cual deba hacerse 
la adjudicación de derechos a su fallecimiento, 
siempre que dependan económicamente de él y 
cuando el ejidatario no haya hecho designación 
de sucesores, o cuando ninguno de los señala-
dos, pueda “heredar por imposibilidad material 
o legal, los derechos agrarios se transmitirán de 

acuerdo con el siguiente orden de preferencia: 
a) a el cónyuge que sobreviva; b) a la persona 
con la que hubiera hecho vida marital y pro-
creado hijos; c) a uno de los hijos de el ejida-
tario; d) a la persona con la que hubiere hecho 
vida marital durante los dos últimos años y e) 
a cualquiera otra persona de las que dependan 
económicamente de él. En los casos de los in-
cisos b) c) y e), si al fallecimiento del ejidata-
rio resultan dos o mas personas con derechos 
a heredar, la asamblea opinará, quien de entre 
ellas deba ser el sucesor, quedando a cargo de 
la Comisión Agraria Mixta la resolución defi-
nitiva. Cuando no es posible adjudicar una de 
dotación por herencia, la asamblea general la 
consideraría vacante y la adjudicaría conforme 
a la capacidad individual requerida para ser 
ejidatario. Deberían inscribirse en el Registro 
Agrario Nacional todas las resoluciones que 
reconozcan, creen, modifiquen o extingan de-
rechos agrarios, los certificados y títulos de de-
rechos agrarios y las listas de sucesión. 

B).- Naturaleza Jurídica y contenido del De-
recho Sucesorio. 
La naturaleza jurídica de éste tipo de derecho 
social se establece en los artículos 17, 18 y 19 
de la Ley Agraria vigente, publicada en el D. O. 
F. el 26 de Febrero de 1992, cuyo contenido es 
del tenor literal siguiente: 

Artículo 17. El ejidatario tiene la fa-
cultad de designar a quien deba sucederle en 
sus derechos sobre la parcela y en los demás in-
herentes a su calidad de ejidatario, para lo cual 
bastará que el ejidatario formule una lista de 
sucesión en la que consten los nombres de las 
personas y el orden de preferencia conforme al 
cual deba hacerse la adjudicación de derechos 
a su fallecimiento. Para ello podrá designar al 
cónyuge, a la concubina o concubinario en su 
caso, a uno de los hijos, a uno de los ascendien-
tes o a cualquier otra persona. 

La lista de sucesión deberá ser deposi-
tada en el Registro Agrario Nacional o forma-
lizada ante fedatario público. Con las mismas 
formalidades podrá ser modificada por el pro-
pio ejidatario, en cuyo caso será válida la de 
fecha posterior. 

Artículo 18. Cuando el ejidatario no 
haya hecho designación de sucesores, o cuando 
ninguno de los señalados en la lista de herede-
ros pueda heredar por imposibilidad material o 
legal, los derechos agrarios se transmitirán de 
acuerdo con el siguiente orden de preferencia: 
I. Al cónyuge; 
II. A la concubina o concubinario;
III. A uno de los hijos del ejidatario;
IV. A uno de sus ascendientes; y
V. A cualquier otra persona de las que depen-
dan económicamente de él. 
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En los casos a que se refieren las frac-
ciones III, IV y V, si al fallecimiento del ejida-
tario resultan dos o más personas con derecho 
a heredar, los herederos gozarán de tres meses 
a partir de la muerte del ejidatario para deci-
dir quién, de entre ellos, conservará los dere-
chos ejidales. En caso de que no se pusieran de 
acuerdo, el Tribunal Agrario proveerá la venta 
de dichos derechos ejidales en subasta pública 
y repartirá el producto, por partes iguales, entre 
las personas con derecho a heredar. 

En caso de igualdad de posturas en la subasta 
tendrá preferencia cualquiera de los herede-
ros.

Artículo 19. Cuando no existan suce-
sores, el tribunal agrario proveerá lo necesario 
para que se vendan los derechos correspon-
dientes al mejor postor, de entre los ejidatarios 
y avecindados del núcleo de población de que 
se trate. El importe de la venta corresponderá al 
núcleo de población ejidal. 

C).- Vía Legal para Resolver los Litigios del 
Derecho Sucesorio Agrario. 
La Fracción Vil del artículo 18 de la Ley Orgá-
nica de los Tribunales Agrarios regula lo rela-
tivo a las controversias en materia de derechos 
sucesorios. 

Del análisis realizado al artículo 17 de 
la Ley Agraria, encontramos que este disposi-
tivo legal instituye y regula la sucesión testa-
mentaria cuya literalidad origina las controver-
sias sucesorias, no obstante que el titular del 
derecho agrario haya expresado su voluntad en 
cuanto a quién debe heredarlo en su derecho 
de propiedad social, particularmente atendien-
do a los casos en los que el de cujus fue titular 
de derechos parcelarios de dos o más unidades 
parcelarias. Asimismo el artículo 18, instituye 
la sucesión intestamentaria; de igual modo, 
su redacción origina controversias sucesorias 
provocadas por el establecimiento de un orden 
preferencia! para la adjudicación de los dere-
chos sucesorios por parte de la autoridad juris-
diccional, el cual y en ese tenor se contrapone a 
la realidad sociológica que impera en el campo. 

En relación con el derecho sucesorio 
agrario y en otro orden de ideas, los artícu-
los 18 y 19 de la Ley Agraria regulan la venta 
de derechos agrarios por el Tribunal Unitario 
Agrario, que en la realidad sociológica, tales 
disposiciones generan conflictiva en materia 
sucesoria. 

Toda vez que, no se establece un proce-
dimiento a seguir para éste tipo de enajenación, 
únicamente se dispone que se realice en “su-
basta pública”. 

A propósito de éste asunto y bajo él 
supuesto hipotético siguiente: En una subasta 
de derechos sucesorios realizada en el pleno de 

una asamblea ejidal, determinada persona físi-
ca con capacidad de ejercicio y goce compra 
los derechos subastados. 

¿Quién le adjudicará los derechos ad-
quiridos para que sea reconocido o “dado de 
alta” con esa calidad en el Registro Agrario Na-
cional? ¿Dicho órgano registral, estará faculta-
do legalmente para transmitirle o reconocerle 
derechos sucesorios al comprador, si éste no 
cuenta con la declaración respectiva de auto-
ridad agraria competente, en el sentido de que 
ha adquirido tales derechos? ¿Qué sucederá si 
uno de los sucesores de los derechos agrarios 
objeto de subasta, se encuentra en posesión de 
la parcela subastada y se niega a entregarla y 
respetarla a favor del comprador? 

Tan sólo las anteriores interrogantes 
son suficientes, a mi juicio, para responder que 
necesariamente debe ser el Tribunal Unitario 
Agrario, del conocimiento, el que realice la su-
basta pública en cuya diligencia de remate, ad-
judique los derechos sucesorios al mejor pos-
tor; lo ponga en posesión física y material del 
bien inmueble subastado y ordene al Registro 
Agrario Nacional, la cancelación de los dere-
chos sucesorios del de cujus y la transmisión de 
los mismos a nombre y a favor del comprador, 
quien obtiene la calidad agraria que tuvo aquél, 
en virtud de que se venden precisamente los 
derechos agrarios consensúales y corporativos. 

D).- Propuestas de Reformas Legales. 
En virtud de que se presenta una marcada pro-
blemática en el campo mexicano, derivada y 
motivada por la disputa de los derechos agra-
rios sucesorios, generalmente entre los hijos 
del titular finado, ya que por el solo hecho de 
tener esa calidad de hijo del de cujus, tienen las 
mismas expectativas a heredar tanto aquellos 
que han trabajado y se mantienen del usufructo 
de la parcela, como aquellos que se encuentran 
radicados fuera del poblado o núcleo ejidal y 
lógicamente sus ingresos no provienen de la 
actividad agrícola o usufructo de la parcela del 
titular finado; por lo que, considero necesario 
que deben reformarse los artículos 17, 18 y 19 
de la ley agraria, tomándose en consideración 
que en tratándose de herederos con derechos 
iguales tendrá preferencia el que usufructué la 
parcela y sus ingresos tenga ese origen agrícola 
a fin de hacer más productiva la tierra. Toman-
do en consideración la opinión de la asamblea 
ejidal, la cual no tiene carácter vinculatorio 
para el 
juzgador, sino únicamente ilustra a éste en ob-
servancia del principio de verdad sabida e his-
tórica que rige en el proceso agrario. 

Resumiendo, en el Derecho suceso-
rio, pongo a la consideración del Colegio Na-
cional del Notariado Mexicano, las siguientes 
propuestas de Reformas y adiciones a la Ley 
Agraria. 



30 escribano

a) Sustituir la figura jurídica de 
lista de sucesión por la de Tes-
tamento Agrario. 

b) La voluntad del titular de dere-
chos parcelarios de dos o más 
parcelas que tengan su respec-
tivo certificado, no contraviene 
el principio de indivisibilidad 
de la parcela ejidal, en tal vir-
tud, propongo la adecuación 
en ese sentido - del texto legal 
actual a la realidad sociológica 
del sujeto agrario. 

c) Propongo la reforma a los ar-
tículos 17, 18 y 19 de la Ley 
Agraria, para quedar como si-
gue: 

Articulo 17. El ejidatarío tiene la fa-
cultad de designar a quien deba sucederle en 
sus derechos agrarios. En el caso de ejidos re-
gularizados en términos de lo dispuesto en los 
artículos 56 y 57 de ésta Ley; cuando el ejidata-
rio sea titular de dos o más parcelas amparadas 
con su respectivo certificado parcelario, podrá 
designar un sucesor por cada una de ellas o en 
cotitularidad, Asimismo el testador deberá es-
tablecer en su testamento, quién 
de sus herederos adquirirá la calidad de ejidata-
río y los derechos de uso común. 

Lo anterior deberá constar en testamento públi-
co que otorgue el ejidatarío ante el registrador 
del Registro Agrario Nacional o ante Notario 
Público, asentándose los nombres de las per-
sonas y la relación de derechos parcelarios y 
de uso común, a quienes se les adjudicarán con 
posterioridad al fallecimiento del ejidatarío tes-
tador. 

El testamento otorgado deberá ser ins-
crito en el Registro Agrario Nacional de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 150y 
152 de ésta Ley. 

Ésta misma situación jurídica se apli-
cará para el posesionarlo titular de derechos 
parcelarios asignados por la asamblea general 
de ejidatarios con las formalidades establecidas 
en los artículos 24 al 31 de ésta Ley. 

 Articulo 18. Cuando el ejidatarío no 
haya realizado su testamento o cuando ninguno 
de los herederos designados pueda heredar por 
imposibilidad material o legal, los derechos a 
que se refiere el artículo 17 de ésta Ley, pre-
via denuncia del intestado por parte legitimada, 
ante el Tribunal Unitario Agrario competente 
y previa audiencia se transmitirán de acuerdo 
con el orden de preferencia siguiente: 

I. Al cónyuge:
II. A la concubina o concubinario; 

III. A uno de los hijos del ejidatario; 
IV. A uno de sus ascendientes; y 

V. A cualquier otra persona de las que de-
pendan económicamente de él. 
En los casos a que se refieren las frac-

ciones I y II, siempre que la persona con de-
recho a heredar haya realizado vida en común 
con el ejidatario testador hasta su fallecimiento 
y durante los 5 años anteriores a éste. 

En los casos a que se refieren las frac-
ciones III, IV y V, si al fallecimiento del eji-
datario resultan dos o más personas con dere-
cho a heredar y el testador solo tuvo calidad de 
ejidatario, sin tener regularizados sus derechos 
parcelarios ni de uso común, los herederos 
gozaran de 3 meses a partir de la muerte del 
ejidatario para denunciar el intestado ante el 
Tribunal Unitario Agrario Competente y previa 
audiencia decidir quién de entre ellos, conser-
vará los derechos agrarios. 

Cuando el testador haya sido titular de 
derechos parcelarios y de uso común, los here-
deros a que se refieren las fracciones III, IV y 
V, podrán decidir entre ellos ante la presencia 
del Magistrado Agrario competente o ante No-
tario Público, el reparto y adjudicación de las 
parcelas, del uso común y la de calidad indivi-
sible de ejidatario. 

En caso de que los herederos no se pu-
sieran de acuerdo, el Tribunal Unitario Agra-
rio, previa opinión de la Asamblea General de 
Ejidatarios, transmitirá los derechos agrarios 
inherentes a la calidad de ejidatario y a la par-
cela, al heredero que se encuentre en posesión 
de ésta, siempre que dicha posesión se disfrute 
desde en vida del testador y con su consenti-
miento expreso o tácito, su principal actividad 
sea agropecuaria y tenga su residencia en el 
núcleo. 

Si además de la calidad de ejidatario, 
el testador cuanta con dos o más certificados 
parcelarios y los herederos nos se pusieran de 
acuerdo el Tribunal Unitario Agrario, transmi-
tirá los derechos parcelarios al resto de herede-
ros mediante sorteo por insaculación. 

Los herederos podrán repudiar la he-
rencia, para cuya validez bastará que se reali-
ce ante Notario Público o ante la presencia del 
Magistrado Agrario que conozca del intestado.

 
 Artículo 19. Cuando no existan suce-
sores, el Tribunal Agrario, a instancia del comi-
sariado ejidal, proveerá lo necesario para que 
se vendan los derechos correspondientes al me-
jor postor de entre los ejidatarios y avecindados 
del núcleo de población de que se trate.
El importe de la venta corresponderá al nú-
cleo de población ejidal.

Tesis que se relacionan con las propuestas de 
Reformas Legales: 

[EL DERECHO PREFERENTE QUE ESTA-
BLECE EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY AGRA-
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RIA A FAVOR DEL CÓNYUGE SUPÉRSTITE, 
PARA ADQUIRIR DICHOS DERECHOS, SE 
ACTUALIZA SIEMPRE Y CUANDO APA-
REZCA QUE MANTUVO VIDA EN COMÚN 
CON EL TITULAR.]

El artículo 18, fracción I, de la Ley Agraria, al 
establecer un orden de preferencia para heredar 
los derechos agrarios, señala en primer término 
al cónyuge cuando el ejidatario no haya hecho 
designación de sucesores, o cuando ninguno 
de los señalados en la lista de herederos pueda 
heredar por imposibilidad material o legal. El 
auténtico sentido y alcance de esta disposición 
es que el cónyuge supérstite asuma preferen-
temente los derechos agrarios por sucesión le-
gítima, siempre y cuando viva con el titular de 
dichos derechos al tiempo de su deceso, pues 
precisamente para que exista el matrimonio 
necesariamente se requiere que los cónyuges 
hayan mantenido vida en común, según se des-
prende de los dispuesto por los artículos 162 
y 163 de la legislación civil federal, supletoria 
de la Ley Agraria por disposición de su nume-
ral 2o. Por ende, para que se erija a favor del 
susodicho cónyuge supérstite el derecho prefe-
rente para adquirir, por sucesión legítima, los 
derechos agrarios, debe quedar demostrada la 
persistencia de hecho del matrimonio, por ser 
tal extremo el determinante según la finalidad 
del citado artículo 18.” 

SUCESIONES AGRARIAS. EL CÚMULO DE 
DERECHOS AGRARIOS DE LOS CUALES 
FUE TITULAR EN VIDA EL EJIDATARIO 
TESTADOR SÓLO PUEDE HEREDARLO UN 
INDIVIDUO.

La segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación ha reconocido que las suce-
siones en materia agraria no se rigen en su to-
talidad por lo dispuesto en la legislación civil, 
pues la Ley Agraria les impone modalidades. 
Ahora bien, el artículo 17 del mencionado or-
denamiento establece una modalidad que im-
pide al ejidatario titular de más de una parcela 
disponer que los derechos respecto de una de 
ellas se transmitan a una persona y los restan-
tes derechos agrarios a otro u otros individuos 
diferentes, pues prevé que solamente una per-
sona puede heredar el cúmulo de los derechos 
de los cuales fue titular, en vida, el ejidatario 
testador; supuesto que refuerza el artículo 18 
del mismo ordenamiento, en materia de suce-
siones intestamentarias, establece que solo una 
persona de entre varios posibles herederos pue-
de conservar los derechos ejidales materia de 
la sucesión.

Esto es así, en atención a una modali-
dad de las sucesiones agrarias prevista en los 
mencionados artículos 17 y 18, y no al prin-
cipio de indivisibilidad parcelaria, pues la re-

gla general consiste en que un ejidatario puede 
válidamente transmitir los derechos relativos a 
cada parcela respecto de la cual sea titular, ya 
que cada una de ellas constituye la unidad mí-
nima de fragmentación.” 

El Derecho del Tanto en la Primera Enaje-
nación de Parcelas con Adopción de Dominio 
Pleno.

Este tipo de enajenación se encuentra regulada 
por los artículos 83 al 86 de la Ley Agraria. 
  Para llegar a la situación que se plantea, 
se requiere que la mayor parte de las parcelas 
de un ejido hayan sido delimitadas y asignadas 
a los ejidatarios en la forma y términos que es-
tablece el artículo 56 de la Ley Agraria. 

Tiene relación la tesis jurisprudencial 
que a continuación se transcribe: 

PARCELA EJIDAL, REQUISITOS QUE 
DEBERÁ ACREDITAR FEHACIENTE-
MENTE EL EJIDATARIO PARA PODER 
DISPONER DE LA

Para poder disponer (vender), conforme a de-
recho un ejidatario de su respectiva parcela 
ejidal, necesita acreditar: 

a) Que en el núcleo de población en 
donde se encuentra ubicada la parcela ejidal, 
ya se realizó el procedimiento de parcela-
miento a que se refiere el artículo 56 de la 
Ley Agraria, o que, en su caso, de existir el 
parcelamiento económico realizado con an-
terioridad, se hubiese llevado a cabo su reco-
nocimiento oficial ante las autoridades admi-
nistrativas correspondientes, identificándose 
las parcelas del ejido en forma individual;

b) Que ya haya sido entregado el cer-
tificado de derechos parcelarios, para esta-
blecer que le corresponden los derechos de 
uso y usufructo sobre parcela asignada, en 
términos del artículo 62 de la legislación en 
comento; y,

c) Que a través de los procedimien-
tos legales correspondientes, haya adquirido 
el dominio pleno sobre la parcela ejidal que 
le corresponde, para así disponer, conforme a 
derecho, del destino que habrá de darle.” 

Lo anterior permite establecer que el 
derecho del tanto, reviste una característica 
común, que consiste en que es un derecho 
estrictamente legal, esto es, que no lo pac-
tan las partes, sino que la ley lo determina, 
y en consecuencia, las disposiciones legales 
al respecto, regulan la forma en que opera la 
sanción respectiva en caso en que se viole el 
mismo. 

Es importante destacar también, que 
como fin mediato del derecho del tanto, sin 
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importar el caso, será el de proteger los in-
tereses derivados de los beneficiarios del 
mismo, que bien podrán ser copropietarios, 
herederos, socios, arrendatarios en determi-
nadas veces; por lo tanto se debe afirmar que 
no contiene pretensión de tutelar el orden pú-
blico. 

El párrafo cuarto de la fracción Vil 
del artículo 27 Constitucional, dispone “... 
En caso de Enajenación de parcelas se respe-
tara el derecho de preferencia que prevea la 
Ley...” Lo que permite afirmar que el derecho 
de preferencia que señala la norma Constitu-
cional, es el denominado derecho del tanto 
que se encuentra previsto en los artículos 80 
y 84 de la Ley Agraria. 

En el derecho agrario la falta de noti-
ficación genera incertidumbre jurídica para el 
comprador y pone en riesgo la inversión eco-
nómica realizada ya que no opera la acción 
de retracto sino la de nulidad que pueden ha-
cer valer quienes tienen el derecho del tanto. 
Lo anterior se corrobora con la lectura de la 
jurisprudencia siguiente: 

PARCELAS EJIDALES. SI SE ENAJE-
NAN SIN DAR EL AVISO A QUIENES 
TIENEN EL DERECHO DEL TANTO, 
ÉSTOS PUEDEN EJERCER LA AC-
CIÓN DE NULIDAD, NO LA DE RE-
TRACTO.

De la interpretación armónica de lo dispuesto 
en los artículos 80, ‘83 y 84 de la Ley Agra-
ria. Aparece que para la validez de la enaje-
nación a un tercero. De derechos parcelarios 
a título oneroso, resulta indispensable que el 
titular de esos derechos notifique a las per-
sonas con derechos preferentes los términos 
de dicha enajenación. A efecto de que estén 
en posibilidad de ejercer el derecho del tanto 
previsto por el legislador; así mismo. Se 
establece que la falta de aviso trae consigo la 
nulidad de la venta, de donde se infiere que 
ésta es la acción que tienen a su alcance aque-
llos a quienes no se dio dicho aviso, siendo 
inexacto, por tanto, que opere la acción de 
retracto, con base en el artículo 1292 del 
Código Civil Federal, ya que éste sólo ins-
tituye a favor de los coherederos que no han 
sido notificados para el ejercicio del derecho 
del tanto. La acción de nulidad, al disponer 
que la venta no producirá efecto legal algu-
no, sin que existan elementos que permitan 
inferir que de dicho numeral deriva, en ma-
teria agraria. Una acción implícita de retrac-
to, puesto que la subrogación de derechos y 
obligaciones debe emanar de una disposición 
legal, además de que el retracto en cuanto se 
resuelve en una subrogación, excluye a la nu-

lidad, porque en aquél sólo existe sustitución 
del comprador por el que tenía el derecho 
del tanto, de tal manera que dicha institu-
ción presupone, como requisito esencial, la 
validez de la enajenación, no su nulidad. En 
tales condiciones, si el artículo 80 de la Ley 
Agraria es claro al establecer la nulidad como 
consecuencia jurídica por violación al dere-
cho del tanto, y si del artículo 1292 no deriva 
expresamente un alcance distinto como es la 
acción de retracto, es evidente que no proce-
de la aplicación supletoria de la legislación 
civil. Por estar resuelta la situación jurídica 
que se plantea en la Ley Agraria.” 

Los artículos 82 y 84 del propio ordenamien-
to agrario disponen: 

“Artículo 82. Una vez que la asamblea hu-
biere adoptado la resolución prevista en el 
artículo anterior, los ejidatarios interesados 
podrán, en el momento que lo estimen per-
tinente, asumir el dominio pleno sobre sus 
parcelas, en cuyo caso solicitarán al Regis-
tro Agrario Nacional que las tierras de que se 
trate sean dadas de baja de dicho Registro, el 
cual expedirá el título de propiedad respecti-
vo, que será inscrito en el Registro Público de 
la Propiedad correspondiente a la localidad. 

A partir de la cancelación de la ins-
cripción correspondiente en el Registro Agra-
rio Nacional, las tierras dejarán de serejidales 
y quedarán sujetas a las disposiciones del 
derecho común.” 

 Artículo 84. En caso de la primera 
enajenación de parcelas sobre las que se hu-
biere adoptado el dominio pleno, los fami-
liares del enajenante, las personas que hayan 
trabajado dichas parcelas por más de un año, 
los ejidatarios, los avecindados y el núcleo 
de población ejidal, en ese orden, gozarán 
del derecho del tanto, el cual deberán ejercer 
dentro de un término de treinta días naturales 
contados a partir de la notificación, a cuyo 
vencimiento caducará tal derecho. Si no se 
hiciere la notificación, la venta podrá ser anu-
lada.
  “El comisariado ejidal y el consejo de 
vigilancia serán responsables de verificar que 
se cumpla con esta disposición. 

“La notificación hecha al comisaria-
do con la participación de dos testigos o ante 
fedatario público, surtirá los efectos de notifi-
cación personal a quienes gocen del derecho 
del tanto, Al efecto, el comisariado bajo su 
responsabilidad publicará de inmediato en 
los lugares más visibles del ejido una relación 
de los bienes o derechos que se enajenan.” 
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  De ello se sigue que en los supuestos 
regulados por los artículos 82, 83 y 84 de la 
Ley Agraria, el legislador se refirió a tierras 
ejidales de dominio pleno, diversas de aque-
llas que conservan este carácter. No obstante, 
reguló el derecho del tanto en términos muy 
similares a los que se refiere el artículo 80 
de dicha Ley, debiendo destacarse como se 
ha visto, el hecho de que el legislador previó 
en forma expresa la acción de nulidad para 
el caso de que no se respete la notificación 
a los derechohabientes de esa prerrogativa. 
Ahora bien, siendo una nulidad por dispo-
sición expresa del ordenamiento normativo 
de la materia pues la consecuencia jurídica 
estriba en que la venta no producirá efecto 
legal alguno, es evidente que el pretender una 
subrogación de derechos y obligaciones de 
manera simultánea con esa nulidad, resulta 
una incongruencia jurídica, porque no pue-
den coexistir, en tanto que en la subrogación 
la venta es válida, ésta subsiste sin cambio en 
los términos en que fue celebrada, sólo existe 
sustitución del comprador por el adquirente 
preterido, de tal manera que dicha institución 
presupone como requisito esencial la validez 
de esa relación jurídica. Sin dicha validez, no 
puede existir subrogación en el negocio jurí-
dico. 

La jurisprudencia comentada no resuelve el 
problema de fondo, es más, agudiza el con-
flicto de intereses por las razones siguientes: 

1.- En opinión de su servidor: la com-
petencia para resolver un litigio de ésta na-
turaleza se surte a favor de un juzgado civil 
del fuero común, atendiendo a lo establecido 
en el artículo 82 párrafo segundo de la Ley 
Agraria, no obstante la propia jurisprudencia 
en la materia, le otorga competencia a los Tri-
bunales Agrarios. 

2.- Para resolver tal situación litigiosa 
debe ejercitarse la acción de retracto y no la 
de nulidad, atendiendo a los alcances y efec-
tos jurídicos que persigue y alcanza la pri-
mera. 

3.- La redacción del texto contenido 
en el artículo 84 de la Ley Agraria vigente, 
constituye una antinomia en relación al tex-
to establecido en el artículo 82 del ordena-
miento legal citado; en tal virtud, debe en mi 
opinión abrogarse el artículo 84 y quedar in-
cólume el artículo 82, a fin de garantizar la 
plena vigencia de los objetivos de la reforma 
de 1992, realizada al marco constitucional 
agrario: justicia y libertad, que conllevan a la 
certeza jurídica de los actos realizados. 
En relación con este tema propongo el nuevo 
texto del Artículo 84: 

 Articulo 84. Cuando se realice la 
Enajenación de parcelas que hayan adqui-
rido el dominio pleno, el derecho del tanto 
solo aplica para la copropiedad. El aviso para 
quienes gocen de ese derecho, deberá reali-
zarse por el Notario Público que intervenga 
en la celebración del acto contractual, de-
biéndose llevar a cabo en el domicilio del co-
propietario y a falta de éste, publicarse en un 
diario de mayor circulación de la localidad 
donde se localice el inmueble objeto de la 
enajenación, siendo aplicable a este respecto 
la Legislación civil del fuero común. 

NOTIFICACIÓN AL COMISARIADO 
EJIDAL EN EL CASO DE LA PRIME-
RA ENAJENACIÓN DE UNIDADES 
PARCELARIAS. DEBE CONSTAR POR 
ESCRITO (ARTICULO 84 DE LA LEY 
AGRARIA

El artículo 84 de la Ley Agraria, no especi-
fica si la notificación que se haga al comisa-
riado ejidal con la participación de dos tes-
tigos, en caso de la primera enajenación de 
parcelas sobre las que se hubiera adoptado el 
dominio pleno, debe ser en forma escrita o en 
forma verbal, sino únicamente que surtirá los 
efectos de notificación personal a quienes go-
cen del derecho del tanto; en consecuencia, 
la misma debe reunir las formalidades que 
para las notificaciones personales establece 
el Código Federal de Procedimientos Civi-
les, por ser este ordenamiento supletorio de 
la Ley Agraria, teniendo en cuenta que esa 
notificación constituye el principio para que 
corra el término de treinta días naturales den-
tro del cual deberán ejercitar el derecho del 
tanto las personas que gocen de él. Y ello así, 
en atención a que se trata de un acto formal y 
solemne, pues la omisión de esas personas de 
ejercitar el mencionado derecho dentro del 
término que el propio precepto legal estable-
ce, les va a deparar perjuicio. De ahí que, si 
de conformidad con el artículo 311 del aludi-
do código, se debe asentar razón en autos de 
todo lo actuado con motivo de la notificación 
personal, es evidente que la comunicación re-
lativa que se haga al comisariado ejidal con 
la participación de dos testigos, debe constar 
por escrito, a fin de salvaguardar el derecho 
de las personas que conforme al artículo 84 
de la Ley Agraria gozan del derecho del tan-
to.” 

Gracias.  
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La actividad 
Notarial en el 
año 2014

Los hechos y actos jurídicos históricamente 
han regido nuestra vida en sociedad, avala-
dos por la fe pública.

Existen datos que dejan constancia de diversos de 
ellos desde la época de esplendor de los griegos, los 
egipcios, los persas entre otras grandes culturas.

 Por ejemplo: “En Cartago no era descono-
cida la institución notarial. Lo demuestra el texto 
transmitido por Polibio, del tratado celebrado con 
Roma en el año 509 Antes de Cristo, con la cláusula 
de quienes fueran a efectuar operaciones mercan-
tiles en el territorio cartaginés, no podían concluir 
contrato alguno sin la intervención del escribano”.1

 En nuestro país la figura de lo que hoy es 
un notario, revistió de singular importancia con la 
llegada de los españoles a nuestro territorio, lo que 
trajo consigo la utilización de la fe pública como 
certificadora de la legalidad de los acontecimientos 
de aquélla época, cuenta de ello dio Don Diego de 
Godoy, como escribano al certificar la fundación de 
la Villa Rica de la Vera Cruz.

 Actualmente, el Notario es un profesional 
del derecho, titular de una función pública, nom-
brado por el Estado para conferir autenticidad a los 
actos y negocios jurídicos contenidos en los docu-
mentos que redacta, así como para aconsejar y ase-
sorar a los requirentes de sus servicios. 

 La actividad notarial que desarrollamos to-
dos los días, es una de las profesiones con mayor 
historia y trascendencia en la vida económica, polí-
tica y social, que evoluciona de lo local a lo interna-
cional.

 Los Notarios debemos ser expertos jurídi-
cos por el gran catálogo de leyes locales, estatales y 
federales que observamos para el buen desempeño 
de nuestra función, aunado a la jurisprudencia apli-
cable.

Durante más de treinta años, la actividad notarial 
no había requerido cambios sustanciales en su apli-

1. Godoy López, Nancy. “Historia del Derecho 
Notarial”, www.avizora.com/publicaciones

cación y ejercicio, si bien es cierto, año con año se 
modificaban las disposiciones fiscales o, algunas 
de otra índole, ya fuera civil o mercantil, no habían 
sido tan significativas como las que actualmente 
presenta el andamiaje jurídico nacional.

 Dichas disposiciones en tan solo cinco 
años, han tenido cambios de gran impacto y que 
hoy más que nunca nos obligan a permanecer aten-
tos y conocer sus alcances, implicaciones, benefi-
cios y perjuicios.

La actividad notarial es sin duda una de las ramas 
más especializadas dentro del campo legal, pero 
exige de un esfuerzo permanente por permanecer 
siempre vigilantes del derecho positivo mexicano, 
incluso de actividades que van más allá de la apli-
cación de conocimientos técnico jurídicos como el 
cálculo, la retención y el entero de los impuestos 
respectivos en cada una de las actividades que rea-
lizamos.

 Bien vale la pena considerar a la función 
de esta forma:” Es el notariado una institución que 
surge en forma natural de la organización social, 
desde las primeras manifestaciones contractuales 
de la sociedad, y que consiste en términos generales 
en el sistema organizado de personas investidas de 
fe pública para autorizar o dar fe de hechos y actos 
que ante ellos pasan y se otorgan; el notario, pues, 
es un magistrado, representante del poder público, 
obligado y capaz de recibir y dar forma a cuanta 
manifestación jurídica surja de la vida de relación 
contractual”.2

Nuestra función es muy similar en varias naciones 
del orbe, de acuerdo con la Unión Internacional del 
Notariado “…Los Notarios deberán pertenecer a 
un organismo colegiado. Un solo organismo, com-
puesto exclusivamente por Notarios, asumirá la re-
presentación del Notariado de cada país”.3

2. Diccionario del Instituto de Investigaciones 
Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de 
México, Editorial Porrúa, decimatercera edición, 
México, 1999. 
3. Idem

Licenciado Adolfo Montalvo Parroquín
(Notario de Tlalixcoyan, Ver.)
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Esa colegiación, es la que nos hace fuertes.

La actividad que ejercemos es dinámica, en ese te-
nor es digno observar que el estilo y la técnica en el 
desarrollo de nuestra profesión han cambiado expo-
nencialmente.

 Cabe mencionar algunos ejemplos como 
en la nueva Ley de Amparo, en la que ya se nos 
considera como autoridad responsable, -tema am-
pliamente abordado en el artículo “El Notario como 
Autoridad Responsable para efectos del Juicio de 
Amparo” según estudio elaborado por el despacho 
del Licenciado Luis Manuel Pérez de Acha, publica-
do en el ejemplar de diciembre de 2013 de la revista 
“Escribano”, en el que concluye que: “La Suprema 
Corte de Justicia de la Nación estableció de manera 
definitiva que los notarios públicos no tienen ca-
rácter de autoridades responsables para efectos del 
juicio de amparo…”, sin embargo muchos jueces 
de distrito han dado entrada a diversas demandas de 
amparo, lo que nos obliga a permanecer atentos y 
dispuestos a exponer nuestros argumentos para des-
virtuar tales aseveraciones.

 Mención especial en nuestra actividad, 
merecen las leyes fiscales en las que cada vez más, 
nuestra intervención es determinante para coadyu-
var con la autoridad para recaudar más y mejor y 
de informar de las operaciones que realizamos por 
distintas vías de comunicación.

 Asimismo, las obligaciones que nos exige 
la Ley Federal para la Prevención e Identificación 
de Operaciones con recursos de Procedencia Ilíci-
ta, nos motiva a permanecer alerta los días 17 de 
cada mes para presentar los avisos respectivos de 
los asuntos perfeccionados ante nuestra fe, adicio-
nalmente de los documentos que debemos reunir y 
los expedientes especiales que integramos.

 Términos como Dueño Beneficiario, Be-
neficiario Controlador, Certificado Digital Integral 
y su Complemento, hoy son constantes en nuestro 
lenguaje jurídico y administrativo que pareciera que 
siempre han estado ahí, sin embargo son tan nove-
dosos que requieren de su estudio y comprensión 
para una buena aplicación.

Aunado a todo lo anterior, dichas leyes y disposi-
ciones establecen una serie de sanciones y multas 
dignas de observarse y de preocuparse por una apli-
cación estricta, ya que recordemos que la materia 
fiscal es la única que no está sujeta a interpretación.

 Hoy en día, en materia societaria en tan 
solo un portal de internet como Tu Empresa, los 
notarios solicitamos autorizaciones en el uso de de-
nominaciones, damos avisos de uso de las mismas, 
incluso el usuario puede elegir el notario de su pre-
ferencia.

 Esos ejemplos, entre el uso de la tecnología 
y la actividad notarial dan cuenta del buen maridaje 

que existe entre ambos conceptos, claro está, suje-
to a su perfeccionamiento. Incluso, actualmente ya 
se trabaja para que los notarios podamos registrar 
nuestros instrumentos en línea sin la necesidad de 
ningún tipo de token o dispositivo, tan solo con 
nuestra Firma Electrónica Avanzada.

 Todas estas razones son elocuentes para 
considerar fundamental a la actividad académica 
dentro de la función notarial.
 
 En este sentido es digno destacar el es-
fuerzo que se realiza en el Colegio Nacional del 
Notariado Mexicano, para asegurar que todos los 
notarios del país conozcamos en que terreno esta-
mos parados y lograr que ese ejemplo, permee a los 
diferentes Colegios de Notarios en las distintas enti-
dades en el país, esa, es la única forma de garantizar 
un frente común para unificar criterios y asegurar 
mejores condiciones en nuestra actividad.

  Campañas como septiembre el mes del 
testamento, octubre mes de las asociaciones civi-
les y las jornadas notariales a lo largo y ancho del 
territorio nacional, han significado aportaciones 
valiosas del gremio que representamos frente a la 
sociedad.

Para el Maestro Bernardo Pérez Fernández del Cas-
tillo las actividades del notario son “... escuchar, in-
terpretar y aconsejar a las partes; preparar, redactar, 
certificar, autorizar y reproducir el instrumento...”4

 
 Estas actividades son indispensables para 
el buen desempeño de la función notarial, ya que, el 
notario como conocedor del derecho puede guiar y 
aclarar consecuencias.

 Además de las funciones en materia de 
fe pública y nuestro papel como promotores de la 
aplicación del derecho, desempeñamos otra función 
encaminada a brindar seguridad jurídica a los parti-
culares: la asesoría legal.

 Como juristas expertos en diversas mate-
rias como: la inmobiliaria y registral, sucesoria, so-
cietaria, contractual, fiscal, agraria, entre otras, los 
Notarios debemos brindar de manera imparcial a 
los individuos que acuden a nuestras oficinas una 
asesoría acertada. 

 Es así como la actividad notarial en el 2014 
se consolida como una de las de más confianza y 
credibilidad.

Tener en nuestras manos el patrimonio de los mexi-
canos es una gran responsabilidad que nos obliga a 
conducirnos en todo momento con imparcialidad, 
pero con el deber de estar perfectamente actualiza-
dos para garantizar que nuestro trabajo se realice 
siempre con eficacia, objetividad y apegados a la 
legalidad.

4. Pérez Fernández del Castillo Bernardo, Derecho Notarial, 
Editorial Porrúa, séptima edición, México, 1995.
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La Imprevisión 
en los Contratos

Definición
Existe imprevisión cuando las obligaciones 
contractuales se pueden suprimir o modifi-
car, porque las condiciones de ejecución se 
hayan alterado por hechos supervinientes. 
Yo considero que se asemeja a la lesión, 
pues es un vicio subjetivo ya que se ignora 
el hecho futuro o la catástrofe y en el objeto 
o prestación hay una desproporción desme-
dida. Hay quienes piensan que se trata de un 
enriquecimiento indebido.

Historia
En el Derecho Canónico se consideraba que 
nadie debería enriquecerse sin justa causa 
con base en la caridad, la equidad y la buena 
fe.

 Los Códigos Civiles que siguieron al 
Código de Napoleón de 1804, son de carác-
ter liberal e individualista, en donde la vo-
luntad de las partes era la “Máxima Ley en 
los contratos”. Siguieron los principios de 
rebus sic estantibus y  pacta sunt servanda, 
esto es, que los contratos legalmente  cele-
brados deben ser puntualmente cumplidos. 
Esta tendencia también la aplicaron  los Có-
digos Civiles de 1870 y 1884. Por su parte, 
el Código de 1932, aunque en la Exposición 
de Motivos que fue del proyecto del Códi-
go de 1928 decía que los principios sociales 
y de solidaridad eran importantes, toda vez 
que “Para transformar un Código Civil, en 
que predomina el criterio individualista, en 
un  Código Privado Social, es preciso re-
formarlo substancialmente, derogando todo 
cuanto favorece exclusivamente el interés 
particular con perjuicio de la colectividad, 
e introduciendo nuevas disposiciones que 
se armonicen con el concepto de solidari-
dad.” Más adelante disponía: “Han hecho 
indispensable que el Estado intervenga para 
regular las relaciones jurídico-económicas, 

Notario Bernardo Pérez Fernández del Castillo1

relegando a segundo término al no ha mu-
cho triunfante principio de que la “voluntad 
de las partes es la suprema ley de los contra-
tos.”
 En este código se protege al terce-
ro de buena y también a la parte más débil 
en los contratos, por ejemplo: al comprador 
en la compraventa en abonos; se acepta la 
apariencia jurídica cuando se protege a un 
tercero de buena fe; la interpretación de un 
contrato se realiza a favor de la parte más 
débil.

En la República Mexicana fue el Código del 
Estado de Jalisco, el que por primera vez 
aceptó la imprevisión en los artículos 1771 
y 1772 y que actualmente con el rubro “De 
la reducibilidad”, el artículo 1795 estable-
ce:
Se da la reducibilidad en un contrato sina-
lagmático cuando en el momento de otor-
garse se pacten prestaciones superiores a las 
establecidas en la ley, es decir, la reducibili-
dad no anula el contrato sino que restablece 
la equidad contractual cuando sobrevienen 
hechos o causas que no existían al momento 
de otorgarse el acto jurídico y que de haber 
existido reducirían o anularían las prestacio-
nes otorgadas.

 Nuestro Código no admitía la impre-
visión en los contratos sino seguía la teoría 
pacta sunt servanda en el artículo 1796. Sin 
embargo este artículo fue modificado y adi-
cionado con los numerales 1796 BIS y 1796 
TER que disponen:1. Notario 23 del Distrito Federal.
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 Art. 1796. Los contratos se perfec-
cionan por el mero consentimiento, excepto 
aquellos que deben revestir una forma es-
tablecida por la Ley. Desde que se perfec-
cionan obligan a los contratantes no sólo al 
cumplimiento de lo expresamente pactado, 
sino también a las consecuencias que, según 
su naturaleza son conforme a la buena fe, 
al uso o a la ley, con excepción de aquellos 
contratos que se encuentren en el supuesto 
señalado en el párrafo siguiente.

 Salvo aquellos contratos que aparez-
can celebrados con carácter aleatorio, cuan-
do en los contratos sujetos a plazo, condi-
ción o de tracto sucesivo, surjan en el in-
tervalo acontecimientos extraordinarios de 
carácter nacional que no fuesen posibles de 
prever y que generen que las obligaciones 
de una de las partes sean más onerosas, di-
cha parte podrá intentar la acción tendiente 
a recuperar el equilibrio entre las obligacio-
nes conforme al procedimiento señalado en 
el siguiente artículo.

 Art. 1796 BIS. En el supuesto del 
segundo párrafo del artículo anterior, se 
tiene derecho de pedir la modificación del 
contrato. La solicitud debe hacerse dentro 
de los treinta días siguientes a los aconte-
cimientos extraordinarios y debe indicar los 
motivos sobre los que está fundada.

 La solicitud de modificación no con-
fiere, por sí misma, al solicitante el derecho 
de suspender el cumplimiento del contrato.

 En caso de falta de acuerdo entre las 
partes dentro de un término de treinta días a 
partir de la recepción de la solicitud, el soli-
citante tiene derecho a dirigirse al juez para 
que dirima la controversia. Dicha acción 
deberá presentarse dentro de los treinta días 
siguientes.

 Si se determina la procedencia de la 
acción por ocurrir los acontecimientos a que 
se refiere el artículo anterior, la parte de-
mandada podrá escoger entre:

I) La modificación de las obligaciones con 
el fin de restablecer el equilibrio original del 
contrato según lo determine el juez;

II) La resolución del contrato en los térmi-
nos del siguiente artículo.

 Art. 1796 TER. Los efectos de la 
modificación equitativa o la rescisión del 
contrato no aplicarán a las prestaciones 
realizadas antes de que surgiera el aconte-
cimiento extraordinario e imprevisible sino 
que estas modificaciones aplicarán a las 
prestaciones por cubrir con posterioridad a 
éste. Por ello tampoco procederá la resci-
sión si el perjudicado estuviese en mora o 
hubiere obrado dolosamente. 

 La imprevisión sólo se aplica a los 
contratos conmutativos, no así a los aleato-
rios y gratuitos. Tampoco es aplicable a los 
contratos de cumplimiento instantáneo, sino 
a los de plazo diferido o de prestaciones pe-
riódicas. No se aplica a los contratos mer-
cantiles, toda vez que la regula una legisla-
ción civil y local. 

 Se puede pedir la modificación para 
reducir las  prestaciones o bien, demandar la 
rescisión del contrato. La  vía que se debió 
haber previsto es la sumaria, pues de otra 
forma lo que procede es la ordinaria.

 El evento que modifique las circuns-
tancias del contrato debe ser nacional, situa-
ción que a veces resulta inaplicable, pues la 
razón de la imprevisión puede ser local. 
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La evolución del 
Matrimonio y el 
Divorcio en México; 
y los defectos del 
Divorcio sin Causa 

Presentación

El divorcio por  sus efectos morales, afectivos, 
patrimoniales y sociales tanto entre los cónyu-
ges como en relación a los hijos reclama una 
regulación integral que prevea y resuelva de la 
mejor manera sus efectos. El 3 de octubre del 
año 2008  entró en vigor la reforma del  Código 
Civil del Distrito Federal que instituyó el di-
vorcio sin causa. 

El legislador con los divorcios sin cau-
sa y la subsistencia del voluntario administra-
tivo pretendió solucionar de manera radical, 
efectiva y sencilla el drama familiar y la  pro-
blemática social que protagonizan las parejas 
casadas pero de hecho separadas emocional y 
corporalmente de manera irremediable. Situa-
ción que por intolerable deteriora la salud física 
y mental de los consortes y sus hijos. 

El divorcio sin causa busca adecuar la 
normatividad a la realidad social. Sin embargo, 
el legislador olvidó o intencionalmente ignoró 
que en todos los divorcios existen causas rea-
les generadoras del rompimiento conyugal; las 
cuales estaban contempladas en el  divorcio ne-
cesario o causal para resolver la culpabilidad 
del cónyuge demandado y, a partir de esa base, 
la procedencia de la disolución del vínculo y 
lo concerniente a la patria potestad, la guarda, 
custodia y alimentos de los hijos incapaces; así 
como sobre la pensión alimenticia a favor de 
alguno de los cónyuges. 

Por el contrario, en el divorcio sin causa se re-
suelven sin tener en cuenta la culpabilidad o  
inocencia en la comisión de las causas  reales 
del rompimiento lo relativo a los hijos y las 
cuestiones económicas entre los esposos lo cual 
es injusto. Así, pues, en mi opinión la mayoría 
de las causales de divorcio deberían de subsis-
tir como base para resolver esas controversias.
Para sustentar esa postura expongo a continua-

ción de manera sucinta los siguientes temas: El 
matrimonio y el divorcio en la antigua Roma; 
El matrimonio y el divorcio en el Concilio de 
Trento; El matrimonio y el divorcio en la Nue-
va España y en el México independiente; La 
naturaleza jurídica del matrimonio; El divorcio 
necesario o causal en el Código Civil de 1934; 
y, El divorcio incausado y sus defectos.

El Matrimonio y el Divorcio en la Antigua 
Roma

El Derecho Romano fue forjándose en los 
distintos periodos de la antigua Roma; por lo 
tanto, con las reservas sobre la precisión de las 
épocas, siguiendo al maestro D’ors, expongo 
una síntesis de las instituciones romanas acerca 
del matrimonio y el divorcio. 

En Roma hubo distintas clases de ma-
trimonios: unas reservadas para los ciudadanos 
romanos, otras del derecho de gentes y, ade-
más, las aplicables a los esclavos. El derecho 
para contraer matrimonio legítimo, productor 
de derechos y obligaciones, se llamaba conu-
bium, sólo lo tenían los ciudadanos romanos y 
algunos extranjeros. Las uniones conyugales 
entre quienes carecían de conubium eran so-
cialmente aceptadas pero no producían efectos 
legales. Las uniones entre esclavos se llamaban 
contubernium.

Entre los matrimonios propios de los 
ciudadanos romanos se deben distinguir los 
matrimonios en los que la mujer se casaba 
con un alieni iuris, hijo de familia, de los ce-
lebrados con  un sui iuris. En el primer caso, 
la mujer quedaba bajo la patria potestad de su 
suegro, el pater familias, en virtud de la manus 
matrimonial. Por el contrario, si el marido era 
sui iuris la mujer in manus quedaba como hija 
de su esposo y hermana agnada de sus hijos. 

Notario Ricardo Cisneros Hernández1

1. Notario 57 por Coahuila.
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La manus era un derecho y el matrimo-
nio un estado de hecho. La manus, como po-
testad matrimonial del pater familias sobre la 
mujer, se constituía en forma ordinaria por el 
conventio in manum o en la ceremonia deno-
minada  confarreatio. Pero podían constituirse 
matrimonios sin la manus y sin la confarrea-
tio, la cual ya era excepcional en el Principa-
do. De esa forma existieron matrimonios cum 
manu que desaparecieron durante el Imperio; y 
matrimonios sine manu que terminaron sustitu-
yendo a los primeros.

Fuera de la confarreatio, el matrimonio 
romano no era un acto jurídico, sino una situa-
ción de hecho que en determinadas circunstan-
cias producía efectos legales. Los hombres y 
mujeres púberes y con derecho de conubium 
contraían matrimonio legítimo con la celebra-
ción de una cena en la casa de los padres de 
la novia, la constitución de la dote,  la entre-
ga de la novia al novio, el traslado de la pareja 
en comitiva a la casa del novio y la posterior 
convivencia con apariencia conyugal de vida 
honesta.

Los procedimientos para obtener  el di-
vorcio eran congruentes con la concepción que 
se tenía del matrimonio. Así, si el matrimonio 
era una res facti, cosa de hecho, es natural que 
terminara en cualquier momento por voluntad 
de los cónyuges. El cónyuge decidido a divor-
ciarse notificaba al otro su voluntad de disolver 
el matrimonio sin expresar ninguna causa. El 
acto de la notificación se llamaba repudium; 
y divortium a la terminación del matrimonio. 
Esta forma no requería el consentimiento del 
repudiado ni causa alguna. 

Además del repudio, existieron en la 
antigua Roma otros tipos de divorcio, entre  
ellos el divorcio voluntario denominado bona 
gratia que exigía el consentimiento de ambos 
cónyuges; y el divorcio por causa de adulterio 
cuyo ejercicio correspondía al cónyuge inocen-
te. Todas las formas disolvían el vínculo de-
jando a los divorciados en aptitud de contraer 
nuevos matrimonios.

El Matrimonio y el Divorcio en el Concilio 
de Trento

La doctrina cristiana desde sus inicios tendió 
a afirmar, no sin paliativos y vacilaciones, la 
indisolubilidad del matrimonio, basándose, en-
tre otras fuentes, en la parte del Evangelio de 
San Mateo que dice: “El que deja a su mujer es 
causa de la corrupción de esta, salvo si ella ya 
se hubiera corrompido por su propio adulterio; 
pero el matrimonio subsiste, y por eso comete 
adulterio el que se une a la mujer separada.”

  La Iglesia Católica celebró el Conci-
lio Ecuménico en Trento, Italia, entre los años 
1545 y 1563. Uno de los debates más encen-
didos fue la postura de los católicos, quienes 
sostenían la indisolubilidad del matrimonio por 
ser un sacramento instituido por Cristo; frente 
a las ideas de los protestantes quienes, encabe-
zados por Martín Lutero, afirmaban que el ma-
trimonio era un contrato. El Concilio de Trento 
decidió que el matrimonio es el sacramento que 
une indisolublemente a un hombre y a una mu-
jer. 

Consecuentemente, el Derecho Ca-
nónico consagró que el matrimonio es el acto 
voluntario por el cual el varón y la mujer esta-
blecen una alianza irrevocable; pero que puede 
ser inexistente por  la falta de  voluntad de los 
esposos para celebrarlo, o anulable por vicios 
del consentimiento. Además, acepta, en algu-
nos casos, el divorcio en la modalidad de se-
paración de cuerpos, pero nunca como medio 
para la disolución del vínculo.

El Matrimonio y El Divorcio en la Nueva Es-
paña y en el México Independiente

En las naciones que aceptaron la doctrina ca-
tólica como la religión oficial y única, la Igle-
sia Católica fue la autoridad competente para 
conocer lo referente al estado civil: matrimo-
nio, filiación y  patria potestad. De tal modo, 
las decisiones del Concilio de Trento pasaron a 
España y de esta a través de las Leyes de Indias 
a la Nueva España, donde estuvieron vigentes 
durante toda la colonia; y aún después de la in-
dependencia de México.

En efecto, esa situación continuó en 
el México independiente hasta que las Leyes 
de Reforma secularizaron la celebración, los 
efectos y el registro de los actos del estado 
civil. Las Leyes de Reforma instituyeron que 
el matrimonio era un contrato civil pero, qui-
zá por un oculto arraigo religioso, decidieron 
que era indisoluble. Por lo tanto, como en la 
Iglesia Católica, en las Leyes de Reforma sólo 
en determinados casos se concedía el divorcio 
como separación temporal de cuerpos y nunca 
la disolución del vínculo. 

Ese estado de cosas subsistió aún en los 
códigos civiles de 1870 y 1884. Los cambios 
radicales al matrimonio civil y al divorció se 
dieron en la Ley Sobre las Relaciones Familia-
res, promulgada por Venustiano Carranza el 9 
de abril de 1917. Esta Ley dejó de considerar 
al matrimonio como un contrato indisoluble y, 
consecuentemente, instituyó el divorcio como 
el medio para la disolución del vínculo matri-
monial que deja a los divorciados en aptitud de 
contraer nuevo matrimonio. 
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Lo estipulado en la Ley Sobre las Re-
laciones Familiares pasó al Código Civil de 
1928, cuya vigencia inició hasta 1934. Este 
Código consagró las dos formas básicas de 
divorcio aún existentes: el divorcio disolven-
te del vínculo que en dichos códigos podía ser 
causal o voluntario y ambos se tramitaban en la 
vía judicial; agregándose después el voluntario 
administrativo; y el divorcio sólo como separa-
ción de cuerpos.

La Naturaleza Jurídica del Matrimonio

A partir de Las Leyes de Reforma el matrimo-
nio es un contrato civil y los derechos y obli-
gaciones que produce están contemplados en 
la ley y no son renunciables. Sin embargo, aún 
ahora,  hay quienes sostienen que es un acto 
solemne por su significación moral y social; y 
por celebrarse ante un funcionario especial con 
palabras sacramentales: varias legislaciones se 
resisten a definirlo como el contrato o alianza 
que celebran un hombre y una mujer. 

Pero, evidentemente, el matrimonio es 
un acto contractual; basta recordar que en el 
derecho civil el convenio es el acuerdo de dos 
o más personas para crear, transferir, modificar, 
conservar o extinguir derechos u obligaciones; 
y los convenios que producen o transfieren de-
rechos y obligaciones se llaman contratos; y los 
contratos, como todos los actos jurídicos exis-
tentes y válidos, pueden terminar por la resci-
sión acordada por las partes, o por el incumpli-
miento de las obligaciones contraídas; o bien 
por revocación.

 Las Causales de Divorcio en el Código de 
1934

En el Código de 1934 existían tres clases de 
divorcio con disolución del vínculo: por la  vía 
administrativa el voluntario ante el Registro 
Civil; y por la vía judicial el divorcio por mu-
tuo consentimiento y: el causal o necesario.

  El divorcio administrativo ante el Re-
gistro Civil, aún vigente, procede cuando los 
cónyuges no tengan hijos, o los que tuvieran 
sean mayores de edad y capaces; que estén ca-
sados bajo el régimen de separación de bienes; 
y si lo estuvieran bajo el régimen de sociedad 
conyugal, la disuelvan y liquiden por mutuo 
acuerdo.

El divorcio por mutuo consentimien-
to se tramitaba por la vía judicial cuando los 
cónyuges tenían hijos incapaces. En esos ca-
sos, se celebraba un convenio sobre la guarda, 
custodia y alimentos de los hijos; y, además, 
si estaban casados bajo el régimen de sociedad 

conyugal, el convenio debía de incluir la diso-
lución de la sociedad conyugal; y, en su caso 
la pensión alimenticia a favor de alguno de los 
esposos. 

El divorcio necesario o causal tenía lu-
gar cuando el cónyuge ofendido por la comi-
sión de cualquiera de las causales establecidas 
en el Código Civil, demandaba el divorcio. El 
actor estaba obligado a exponer de manera cir-
cunstanciada y a probar los hechos constituti-
vos de las causales que invocaba para obtener 
el divorcio. 

Las principales causales eran el adul-
terio, la corrupción, el incumplimiento de las 
obligaciones alimenticias, la sevicia, la violen-
cia intrafamiliar, la embriaguez, el vicio de los 
juegos de azar y el abandono del domicilio con-
yugal. En todos los casos los jueces resolvían 
de conformidad con las causales invocadas y 
probadas la culpabilidad del cónyuge deman-
dado; y sobre esa base decidían la disolución 
del vínculo; la patria potestad, guarda, custodia 
y alimentos de los hijos; y si había lugar o no 
al pago de una pensión alimenticia para alguno 
de los cónyuges.

Las Causas Actuales de Divorcio 

Antes de tratar el divorcio incausado es impor-
tante tener presente que las causas reales de 
divorcio siguen existiendo, no desaparecieron 
con la derogación del divorcio causal o necesa-
rio. Las más destacadas son la falta de comu-
nicación afectiva y efectiva entre las parejas, la 
infidelidad, la violencia y los problemas eco-
nómicos.

A partir de la segunda mitad del siglo 
anterior, muchas de las causales de divorcio 
se originan en la emancipación y el paulati-
no empoderamiento social de las mujeres que 
ocurrió gracias al control de la natalidad y la 
consecuente libertad sexual; y por el  acceso 
a la educación superior  y a mejores trabajos. 
Así, en los países desarrollados el índice de di-
vorcios es mayor al 50% de los matrimonios; y 
en México crece el número de divorcios en los 
estados más adelantados donde viven las muje-
res con más educación y dinero.

De manera contrastante, en los estados 
tradicionales, con la supremacía del hombre y 
el sometimiento de las mujeres, el índice de di-
vorcios es menor; pero mayor la violencia in-
trafamiliar y el sojuzgamiento de las mujeres. 

El Divorcio Incausado y sus defectos

El 3 de octubre del 2008  entraron en vigor las 
reformas al Código Civil del Distrito Federal 
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que instituyeron el divorcio sin causa y deroga-
ron los divorcios judiciales necesario o causal 
y el  voluntario o por mutuo consentimiento. 
Aunque, este último subsiste en la forma esta-
blecida para el tramite del divorcio incausado 
por mutuo acuerdo.
 

El divorcio sin causa como su denomi-
nación lo indica no requiere  la expresión de 
las causas reales, subyacentes, por las cuales 
se haya decidido tramitar la disolución del vín-
culo.  Puede solicitarse por ambos o por uno 
de los esposos. En los dos casos el juez tiene 
que decretar el divorcio sin más trámite. Las 
diferencias  específicas entre esas dos formas 
son las siguientes:

Cuando el divorcio sin causa se solicite 
por mutuo consentimiento y los esposos  tuvie-
ran hijos menores de edad o incapacitados por 
otras causas y estuvieran casados bajo el régi-
men de sociedad conyugal, deberán de resol-
ver de común acuerdo la convivencia, guarda, 
custodia y alimentos de los hijos; así como la 
disolución de la sociedad conyugal; y presen-
tar, junto con la solicitud de divorcio, el conve-
nio sobre los conceptos antes citados.

En el caso que uno solo de los cón-
yuges pida el divorcio, solicitud unilateral, el 
divorcio se decreta, pero quedan sub judice la 
situación de los hijos y las obligaciones eco-
nómicas para que la controversia se trámite y 
resuelva en la vía incidental. 

Hasta allí el divorcio incausado es una 
respuesta racional por su coherencia con la rea-
lidad social que demanda resolver la situación 
de las parejas, material y emocionalmente se-
paradas, pero unidas legalmente. Lamentable-
mente adolece de serios defectos que lo tornan 
ilógico e injusto. 

En efecto, sin importar la causa real, 
subyacente, del divorcio y cuál de los cón-
yuges es el culpable, quien quiera disolver el 
matrimonio de manera unilateral deberá de 
proponer un convenio obligándose a pagar al 
otro cónyuge una pensión alimenticia; y una 
compensación de hasta el 50% del valor de los 
bienes del promovente, si el matrimonio fue 
por separación de bienes y el cónyuge que no 
pidió el divorcio se dedicó al cuidado del hogar 
y de los hijos y no tiene bienes propios. 

De esa manera, pueden darse los si-
guientes casos: el cónyuge inocente, víctima 
de la causa subyacente del divorcio, cansado 
de tolerar la situación, para liberarse acepta pa-

gar la pensión alimenticia al cónyuge culpable 
y, en su caso, la compensación económica; o 
bien que uno de los cónyuges decida hacerle 
al otro la vida en común insoportable con el 
objetivo de obtener una ganancia económica.

Naturalmente, las condiciones econó-
micas previstas para los divorcios incausados 
promovidos unilateralmente, habrán de per-
mear a los divorcios sin causa solicitados por  
ambos cónyuges; y también en el divorcio vo-
luntario administrativo; puesto que servirán de 
base para la celebración de los convenios. 

Para solucionar esos efectos nocivos e 
injustos deberían de restablecerse las causales 
del divorcio necesario, que en sana lógica de-
ben de constituir los elementos de razón para 
que los jueces determinen quien es el culpable 
del divorcio; y con base en la culpabilidad de-
cidan sobre la patria potestad, guarda, custodia 
y alimentos de los hijos; y los pagos de la pen-
sión alimenticia y la compensación económica 
al cónyuge inocente.

Por otra parte, no es jurídicamente posible que 
las cuestiones sobre los hijos y las obligaciones 
económicas se tramiten como un incidente del 
divorcio: primero porque los actuales procedi-
mientos de divorcio no son juicios, por lo tanto 
no puede haber incidentes en ellos; y segundo 
esas cuestiones no son incidentales sino prin-
cipales.

Por ambos motivos, una vez decretado 
el divorcio incausado solicitado de manera uni-
lateral, deberían de dejarse a salvo los derechos 
de las partes para que en un verdadero juicio se 
resuelva, atendiendo a las causas subyacentes 
del divorcio, quién fue el cónyuge culpable y 
cuál el inocente; y de conformidad con la gra-
vedad de las causales probadas se determine  la 
patria potestad, guarda, custodia y alimentos de 
los hijos; la pensión alimenticia y el pago de la 
compensación económica a favor del cónyuge 
inocente.

Por último, en cuanto al régimen patrimonial 
del matrimonio lo equitativo sería  establecer 
como único régimen la sociedad conyugal, con 
reglas claras sobre la copropiedad de los bie-
nes y la administración social; y excluyendo, 
expresamente, los bienes que los cónyuges hu-
bieran adquirido por cualquier medio antes del 
matrimonio y los que adquieran después por 
herencia, legado, o donación hecha a su favor 
por sus ascendientes o descendientes. La socie-
dad conyugal en esos términos constituiría  la 
justa distribución de los bienes producidos  du-
rante la vida en común.  
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Código 
Deontológico y 
Reglas de 
Organización
del Notariado 
de la U I N L

Licenciado Fernando Trueba Buenfil1

El ilustre notario español Juan Vallet de Goytiso-
lo  afirmaba: “Si le faltara la ciencia, el notario 
podría funcionar más o menos imperfectamente. 
Pero sin moral, sin una buena fe, no sería posible 
su función”.

En su preámbulo, el Código deonto-
lógico de la Unión Internacional del Notariado 
(U.I.N.L.) advierte que la deontología es un ele-
mento esencial e indispensable para el ejercicio 
notarial; sin ella es imposible el correcto ejerci-
cio de nuestra función. Esto es consecuencia del 
elevado contenido ético de la profesión notarial, 
un hecho que nos obliga a compendiar y difundir 
entre el notariado, de la manera más amplia po-
sible, las normas éticas que mantienen y elevan 
el valor social de nuestra práctica profesional, a 
fin de que prosiga en la permanete senda de su 
perfección.

Al difundir los principios fundamenta-
les de la institución notarial la UINL señala a la 
deontología como un pilar de la organización.

Desde su fundación en el año de 1948, la Unión 
Internacional del Notariado (UNIL) se ha ocu-
pado del tema ético en la función notarial, y lo 
considera fundamental para el buen desempeño y 
desarrollo de la actividad. Así, durante más de se-
senta y cinco años, ha estudiado y emitido crite-
rios de gran importancia, como ocurre en el caso 
de las conclusiones del Congreso que se celebró 
en México en 2004 donde fue dada a conocer la 
declaración de los “Principios de Deontología 
Notarial”. Dicho documento contiene principios 
que sin duda son un importante catálogo de los 
deberes éticos notariales.

En el Congreso Internacional celebrado 
en Marrakech, en el mes de octubre del año de 
2010 se estudió a profundidad la función del no-
tario con respecto a los temas siguientes: como 
tercero privilegiado ante los nuevos desafíos de 
1. Notario 42 del Estado de México.

la sociedad; en el desarrollo sostenible y el bien 
común, en su contribución en la efectividad de 
los derechos; en el blanqueo de capitales; en el 
desarrollo sostenible; en el principio de equiva-
lencia medio ambiental; en el procedimiento no-
tarial más adecuado para satisfacer la necesidad 
social de la seguridad jurídica preventiva.

El enfoque principal en el tratamiento de 
los temas anteriores fue desde la visión y las obli-
gaciones deontológicas del notario actual.

Siguiendo ese orden de ideas de la im-
portancia primordial de la ética y de la deonto-
logía en el año de 2011, siendo el Presidente de 
la UINL Jean Paul Decorps, se asumió la nece-
sidad de contar con un Código con un contenido 
moderno que reflejará la realidad del notariado 
y su entorno de trabajo. Por ello se solicitó a la 
Comisión de Deontología, presidida por el nota-
ble notario español Juan Ignacio Gomeza Aviña 
la elaboración de un cuerpo de reglas con estas 
característica. Al respecto la Comisión estimó 
necesario elaborarlo con normas deontológicas 
reconocedoras de la realidad normativa existente 
y también con normas creadoras de un comporta-
miento requerido debido a las nuevas exigencias 
de la vida profesional moderna. Conducta que 
además contara con un contenido positivo, con el 
carácter de norma perfecta, cuyo incumplimiento 
acarreara una sanción, pues tradicionalmente se 
critica a los Códigos deontológicos por su falta 
de eficacia, por la falta de un sistema normativo 
de infracciones, sanciones y procedimiento legal 
para su aplicación.

Un Código moderno, con eficacia y validez 
universal
A partir de lo anterior, la Comisión inició su tra-
bajo examinando las resoluciones y disposiciones 
en materia deontológica surgidas en los distintos 
Congresos de la UINL, y lo mismo se hizo con los 
códigos de deontología de otros países miembros. 
Como resultado se coincidió en la idea de elabo-
rar un nuevo texto unificado el cual respondiera a 
la realidad social actual y que superara las críticas 
de la falta de eficacia de los Códigos; un Código 
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que estableciera los valores éticos con valides uni-
versal, que pudiera tener aplicación en todas las 
latitudes en que está presente el notariado latino. 
Un Código que cumpla la función de Ley Mode-
lo para todos los países; así también que contenga 
reglas de organización y ejercicio de la función no-
tarial, modernas y necesarias para corresponder a 
las necesidades sociales actuales.

La Comisión se formó con integrantes de 
todos los continentes: un presidente español, un 
vicepresidente alemán y otro mexicano, además 
de vocales de 18 países; de modo que se podía exa-
minar el contenido y alcances de la nueva norma 
desde una visión plural de países con culturas y 
orígenes de influencia diferentes, permitiendo asi 
una visión universal.

La Comisión se instaló en la ciudad de 
Varsovia, los trabajos formales se iniciaron en Car-
tagena, Colombia y el primer borrador se examinó 
y debatió en Argel en 2012. El mismo se discutió  
en San Petesburgo en 2013, y el texto definitivo 
fue aprobado por la Asamblea General de Países 
Miembros en Lima, Perú en Octubre del 2013.

Resumiendo pudiéramos decir que el Código con-
tiene los principios que constituyen la esencia del 
notariado; la forma de la estructura jurídica que 
debe tener dentro del sistema jurídico de un país; 
establece las relaciones del notario con el Estado, 
con la sociedad, con su Colegio y con sus pares. 
En el último Capítulo establece, en forma casuís-
tica, un listado de infracciones deontológicas, así 
como una clasificación, graduación y sanción de 
las mismas.

El Código desarrolla, en un cuerpo legal 
articulado, los “Principios Fundamentales del Sis-
tema del Notariado Latino (2005), así como los 
“Principios de Deontología Notarial” (2004), de 
un modo positivo, marcando no solo la “forma de 
ser” (ética), sino también la forma del “deber ser” 
(deontología notarial).

Profesión independiente y reglada
Las principales novedades del Código son: hacer 
referencia a la naturaleza del Notario y a su fun-
ción. De igual modo, da importancia fundamen-
tal a la condición de “Oficial Público” sobre la de 
“Profesional del Derecho”.

Igualmente define a la profesión notarial 
como una actividad independiente y reglada, en-
fatizando el principio de regulación y legalidad al 
cual está sujeta la actuación notarial. Anteriormen-
te decíamos “profesión liberal”, pero tras muchas 
deliberaciones éste término se sustituyó por el de 
“profesión independiente y reglada”.  Es una for-
ma precisa de interpretar la doble naturaleza del 
notario.

Otra novedad incorporada: se sustituye al térmi-
no “clientes” por el de “usuario” o “usuarios del 
servicio”.

Destaca y es muy importante la intro-
ducción de materias no mencionadas hasta ahora. 
Entre otras, se hace una llamada del notariado a 

la defensa de los derechos del hombre y del bien 
común.  Y, de los derechos del hombre se mencio-
nan: el respeto a la vida, a la alimentación, al agua 
limpia y aire limpio.
 También se hace referencia al desarro-
llo sustentable y al respeto de los derechos de las 
poblaciones locales y el compromiso notarial de 
ayuda a “reforzar sus propias estructuras jurídicas, 
económicas, culturales y sociales”, como expre-
sión de la presencia del notariado en la sociedad.

Es un Código de afirmaciones
Se establece con claridad la función del notario 
ante temas que afectan notablemente a la sociedad 
actual, como lo son el lavado de dinero, el soborno 
y la corrupción.

Otra novedad es la voluntad de eficacia del mis-
mo: define normas positivas.  No es un Código de 
negaciones sino un Código de  afirmaciones que 
pretende impulsar al notario a la mayor éticidad en 
su actuación.

Y, como se apuntó anteriormente, para re-
forzar su eficacia detalla una serie de infracciones 
y sanciones.

Sin duda, un Código Deontológico constituye una 
guía importantísima para el desarrollo de la fun-
ción notarial: pues contribuye a mejorar las rela-
ciones profesionales, manteniéndolas en un alto 
grado de decoro y; además garantiza la realización 
de lo anterior por medio la imposición de sancio-
nes disciplinarias expresamente previstas y cata-
logadas.

Codificar normas éticas es una tarea de-
licada, difícil, pero necesaria e indispensable y, 
sin duda alguna, constituye una importante ayuda 
para mejorar al servicio notarial y contribuye a se-
guir el camino de la rectitud ética y la concientiza-
ción de los valores deontológicos. El Código debe 
ser un ejemplo de referencia, un referente para el 
convencimiento de los criterios de actuación del 
notario y favorece a los Colegios de Notarios en su 
función de exigir responsabilidades por sus actos a 
sus agremiados y, además, deben orientar al poder 
público para positivizar los valores fundamentales.

Este Código, en su “Presentación” señala 
que se “añaden a los valores tradicionales del nota-
riado, tal como: legalidad, imparcialidad, indepen-
dencia, seguridad pública preventiva, preparación 
y formación continua, secreto profesional, intimi-
dad de personas y confidencialidad, los valores éti-
cos que afloran ante las necesidades detectadas en 
la nueva sociedad plural, inclusiva y global, como 
son, el servicio del notariado y el valor añadido 
de su función en la Defensa de los Derechos del 
Hombre, de la protección del consumidor y de la 
parte más necesitada de información, del medio 
ambiente, de la transparencia, de la evitación del 
blanqueo de capitales, de la agilización del tráfico 
jurídico internacional, valores y exigencias que se 
han ido añadiendo a la profesión, como profesión 
viva y en contacto directo con la sociedad a la que 
sirve”.
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El día 14 de noviembre de 2013, con 
motivo de la firma del Memorandum 
de Entendimiento entre el Gobierno 
del Distrito Federal y la entidad de 
las Naciones Unidas para la Igualdad 
de Género, la ministra de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, Mar-
garita Beatriz Luna Ramos pronun-
ció el discurso que por su contenido 
e importancia queremos compartir 
con la comunidad notarial.

DISTINGUIDOS MIEMBROS DEL PRESIDIUM;
APRECIABLE AUDITORIO;

En nombre propio y con la honrosa representación 
de mi compañera, la señora. ministra Olga Sánchez 
Cordero, Presidenta del Comité de Equidad de Gé-
nero de la S.C.J.N., me es muy grato dirigir estas 
palabras, con motivo de la firma del Memorándum 
de Entendimiento entre el Gobierno del D.F. y la 
entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de 
Género.

Hoy, cuando la rueda del tiempo se ubica en 
los umbrales del siglo XXI, es momento oportuno 
para hacer un balance histórico, un recuento de lo-
gros y pendientes, en el que la clara visión de triun-
fos y fracasos de la humanidad, ayudan a construir el 
sendero que tonifique la indomable tenacidad que es 
la vida, para dar a los habitantes del mundo, el respe-
to que se merecen.

Los prejuicios que han venido encadenan-
do el desarrollo profesional de la mujer, en algunos 
campos con cierta agilidad, en otros con pausada len-
titud y en otros con gran dificultad, poco a poco van 
quedando atrás.

Las diferencias biológicas entre el hombre 
y la mujer, hicieron que en los albores de la humani-
dad, desempeñaran roles totalmente distintos.

La fuerza física del hombre resultó ser más 
apropiada para procurar, a través de arduas faenas, 

el sustento familiar. En tanto que la constitución 
física de la mujer, siempre considerada más débil, 
encontró un mejor desempeño en las labores del ho-
gar. Distribución de funciones que se dio de manera 
natural.

Sin embargo, la evolución cultural, cientí-
fica y tecnológica de la humanidad fue permitiendo 
cada vez más, que las actividades productivas fueran 
precedidas de estudios técnicos y universitarios que 
se entendieron adjudicados de manera exclusiva a 
los varones.

La mujer quedó relegada a las funciones del 
hogar, dependiente siempre de la familia, como hija, 
madre o esposa. El antiguo derecho de Normandía 
precisaba respecto del estado de la mujer: 

“La mujer debe obediencia a su marido en 
muchas cosas, en la mayoría de las cosas y en cada 
cosa.”

Todavía a finales del siglo XIX, grandes 
filósofos y literatos de sorprendente ilustración e 
inteligencia fueron los principales discriminadores 
de la mujer. Para muestra, expresiones como la de 
Federico Guillermo Nietzche en su obra “Más allá 
del bien y del mal”, manifestó:

”Equivocarse en el problema fundamen-
tal, el del hombre y de la mujer, negar el abismo 
que los separa y la necesidad de un antagonismo 
irreductible, soñar que puedan tener derechos 
iguales, educación idéntica y las mismas preten-
siones y los mismos derechos, es signo infalible de 
superficialidad de espíritu.”

No era bien visto que las mujeres pudieran 
acceder a la educación superior, bajo la idea equivo-
cada de que quienes seguían una carrera profesional, 
tendían a masculinizarse.

Prueba de ello fue la obra de Félix Palavi-
chini intitulada “Problemas de la educación”, en la 
que afirmaba 

Igualdad de 
Género y Em-
poderamiento
de las Mujeres

Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos
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“…somos partidarios de la instrucción de 
las mujeres, pero no quisiéramos la multiplicación 
de las cerebrales…”.

O las de estadistas como Jefferson, que de-
cía:

“El nombramiento de una mujer para un 
cargo público es una innovación para la cual la 
gente no está preparada, ni yo tampoco.”

No podemos perder de vista que diferen-
tes episodios bélicos obligan a la mujer a ocuparse, 
además de las tareas del hogar, a incorporarse a las 
actividades productivas en ausencia de los hombres 
que, enlistados en los ejércitos, partían a la guerra. 

Acontecimientos decisivos, para que las 
mujeres se percataran de que tenían atributos inte-
lectuales para realizar otro tipo de actividades. El 
despertar de un nuevo siglo, se caracteriza por pu-
jantes movimientos feministas.

En la actualidad, no podemos negar que 
dos actitudes han sido determinantes para generar 
el cambio: por una parte, el razonamiento crítico 
de algunos pensadores, científicos y gobernantes y 
por la otra, la valentía de nuestras antecesoras, de 
las mujeres precursoras que se atrevieron a enfrentar 
por primera vez, aquellas actividades hasta entonces 
exclusivas de los varones.

Mujeres que desafiaron las rígidas estruc-
turas sociales de su tiempo y las vencieron demos-
trando con tenacidad la existencia de una igualdad 
intelectual.

Largo ha sido el proceso de aceptación de 
la mujer; transcurrieron 19 siglos para que se incor-
porara a las actividades políticas, económicas y so-
ciales.

En México, los derechos políticos a favor 
de las mujeres, se dieron muy a destiempo en el reloj 
de la historia en relación con otros países.

La ausencia del elemento femenino fue 
notoria en las decisiones políticas que delinearon al 
México post-revolucionario.

Hoy, podemos festejar el 60 aniversario de 
que el Presidente Ruiz Cortines otorgó el voto a la 
mujer. Pero no podemos dejar de reconocer que la 
lucha previa a este logro se dio con más de treinta 
años de anticipación, cuando un grupo de mujeres 
solicitaron el reconocimiento de este derecho al en-
tonces Presidente Interino, Francisco León de la Ba-
rra, quien por supuesto denegó la petición.

Contrario a estas actitudes, se dieron casos 
como el del Gobernador Salvador Alvarado, que en 
el Estado de Yucatán impulsó importantes cambios a 
favor de la mujer, muestra de ello fue la organización 
del Primer Congreso Feminista en enero de 1916.

En ese mismo año, la secretaria de Venus-
tiano Carranza envió al Congreso una propuesta 
para que se otorgara el voto a la mujer; sin embargo, 
como es de suponerse, la petición fue rechazada.

Hubieron de transcurrir varios años más 
para que, mediante una iniciativa de reforma al ar-
tículo 34 constitucional, el entonces Presidente de 
la República Lázaro Cárdenas, propusiera en el año 
1937, se reconociera la igualdad jurídica de la mujer 
y posibilitar su participación política.

Acorde a los tiempos que se vivían, algunos 
Diputados expresaron su franco y abierto desacuer-
do con esa iniciativa, se requirió de largas y desgas-
tantes negociaciones, y finalmente, al emitir su voto 
las legislaturas locales, la propuesta no fue aceptada.

En 1947, el Presidente Miguel Alemán 
otorgó el voto femenino en el ámbito municipal, con 
motivo de la reforma al artículo 115 constitucional; 
y hasta 1953, el Presidente Adolfo Ruiz Cortines re-
conoció ese derecho en el ámbito federal.

En el año de 1954, por primera vez hubo 
una diputada en la Cámara, se trató de Aurora Jimé-
nez de Palacios, de Baja California; en 1961, llegó a 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación la Primera 
Ministra, Doña Cristina Salmorán de Tamayo; en 
1964, las primeras senadoras: Alicia Arellano Tapia 
y María Lavalle Urbina, quien también fuera la pri-
mera Presidenta del Senado; hasta 1976, se nombró 
a la primera Secretaria de Estado, Rosa Luz Alegría 
y en 1979, a la primera Gobernadora Griselda Álva-
rez, en el Estado de Colima.

En la actualidad, afortunadamente, las mu-
jeres están en todas partes: presiden países, hay pri-
meras ministras, senadoras, diputadas, secretarias de 
Estado, gobernadoras, dirigentes de partidos políti-
cos, escultoras, pintoras, escritoras, investigadoras, 
filósofas, toreras, boxeadoras, etc. En el campo de 
la impartición de justicia hay ministras, magistradas, 
juezas, secretarias proyectistas, actuarias, etc.

Paulatinamente, la mujer ha logrado un 
cambio cualitativo dentro del contexto social. Otor-
garle el derecho al voto, fue otorgarle libertad polí-
tica; permitir su educación, fuer permitir su libertad 
intelectual; reconocer su capacidad de ejercicio, fue 
reconocer su mayoría de edad e incorporarla a la ac-
tividad laboral, fue develar su autosuficiencia.

Es indudable que existe un avance en el re-
conocimiento de los derechos de la mujer, pero no 
podemos soslayar que todavía existen cuentas pen-
dientes y rezagos importantes, y todavía hay heridas 
abiertas.

Sin embargo, el trabajo de nuestros gober-
nantes y de instituciones nacionales e internaciona-
les como las aquí presentes, constituyen el compro-
miso ineludible con esta deuda social.

En el marco de este noble acto de coope-
ración que hoy nos convoca, con un reconocimien-
to muy merecido para quienes brindan su esfuerzo 
en esta lucha, manifiesto, en nombre propio y con 
la honrosa representación de mi compañera, la Sra. 
Ministra Olga Sánchez Cordero, Presidenta de la 
Comisión de Equidad de Género de la S.C.J.N., al 
Gobierno del Distrito Federal, a su Instituto de las 
Mujeres y a la Dirección Regional Mujeres para las 
Américas y el Caribe de la Organización de las Na-
ciones Unidas, nuestro agradecimiento por hacernos 
partícipes de esta memorable ceremonia.

Muchas gracias.

México, D.F., a 14 de noviembre de 2013.
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Una de las expresiones curiosas, si no es 
que desatinada, a mi juicio, es la que pro-
duce la redacción del artículo 86 de la Ley 
Agraria y las consecuentes implicaciones 
de orden Notarial que se desbordan en di-
versidad de opiniones contrarias, que lo 
menos que hacen es generar incertidum-
bre e ideas y criterios que abonan mas a 
la perplejidad que a la solución. 

La redacción textual de dicho dispositivo 
reza de la siguiente manera:

“Artículo 86.- La primera enajenación 
a personas ajenas al núcleo de pobla-
ción de parcelas sobre las que se hubiere 
adoptado el dominio pleno, será libre de 
impuestos o derechos federales para el 
enajenante y deberá hacerse cuando me-
nos al precio de referencia que establezca 
la Comisión de Avalúos de Bienes Nacio-
nales o cualquier institución de crédito.”

 No ha de ser materia de este tra-
bajo la exención de impuestos o derechos 
federales para el enajenante, tema sobre 
el que ya se han vertido y aceptado ge-
neralizadamente los criterios respectivos 
en el ámbito Notarial y que se opera sin 
mayores diferencias o reservas de criterio 
u opinión.

La atención habrá de centrarse en la dis-
posición final de la regulación en co-
mento, cuando establece que :  “……..
deberá hacerse cuando menos al precio 
de referencia que establezca la Comisión 
de Avalúos de Bienes Nacionales o cual-
quier institución de crédito.”

 Sobre el particular, habrá que de-
cir, que algunos, interpretando el artículo 
referido en su parte final, llegan a la con-
clusión de que para realizar una escritura 
relativa a primera enajenación a personas 
ajenas al núcleo de población de parce-
las sobre las que se hubiere adoptado el 
Dominio Pleno, debe de tramitarse y ob-
tenerse obligadamente un avalúo que 
realice la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales (hoy INDAABIN) o cualquier 
Institución de Crédito.

 Lo anterior, da la posibilidad de 
“acercarnos” a lo que dicho dispositivo 
legal establece y de forma prudente nos 
da la posibilidad de sentir que estamos 
cumpliendo la norma en estudio.

 De hecho, existe en la actualidad, 
multitud de personas o entidades que así 
procesan o interpretan la norma en es-
tudio, hasta Bancos que se les presenta 
una escritura Pública que contiene la ad-
quisición de este tipo de inmuebles y el 

El artículo 86 
de la Ley Agra-
ria y sus conse-
cuencias en el 
ámbito notarial

Licenciado Jesús Alberto Humarán Castellanos1

1. Notario Público N° 170, de Mazatlán, Sinaloa
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Departamento Jurídico de estas Institu-
ciones, para aprobar que dicho inmueble 
sea materia de una garantía Hipotecaria, 
exigen, solicitan o piden, según les dicte 
el temperamento Corporativo, que la es-
critura en cuestión obligadamente conten-
ga  un avalúo que realice el INDAABIN 
o cualquier Institución de Crédito, pues 
de otra forma, faltando, dicen, este tipo 
de avalúos, concluyen que es nula dicha 
escritura o que tiene la posibilidad de que 
un Tribunal así lo declare.

 El espíritu de dicha norma, induda-
blemente, busca evitar que los enajenan-
tes, que tienen la calidad de ejidatarios ( o 
cuando menos la tuvieron antes de adop-
tar el dominio pleno), realicen la opera-
ción en condiciones desfavorables, por lo 
que al precio se refiere, por ello, dicho ar-
tículo intenta proteger tal circunstancia y 
establece terminante e imperativamente, 
que el precio, en todo caso, deberá tener 
una referencia que impida el abuso. 

 Pero analizando la redacción de 
dicho precepto legal, nos daremos cuenta 
que no es un avalúo lo que se requiere de 
parte de la Comisión de Avalúos de Bie-
nes Nacionales (hoy INDAABIN) o cual-
quier Institución de Crédito, lo que orde-
na dicha norma es atenerse a un “PRECIO 
DE REFERENCIA” establecido por estas 
entidades; es decir, no es un valor lo que 
se requiere, sino un precio de referencia 
que es distinto.  

En efecto, el concepto de PRECIO Y VA-
LOR no resultan sinónimos, por lo menos 
no en el campo de los contratos, ya que en 
este caso el primero, en la mayoría, si no 
es que en todos los casos, es concebido y 
pactado por las partes y el valor lo arroja 
la formulación de ciertos procedimientos 
y mediciones que concluye en la determi-
nación pericial cuantitativa de un bien.

 La norma en estudio asume sin ra-
zón aparente de por medio, que las enti-
dades a que nos hemos venido refiriendo, 
como la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales (hoy INDAABIN) o cualquier 
Institución de Crédito, tienen, si no entre 
sus funciones, si entre sus posibilidades la 

de fijar precios de referencia a los inmue-
bles o parcelas sobre las que se hubiere 
adoptado el Dominio Pleno.

 Lo cierto es que INDAABIN, por 
lo menos por lo que hace a sus funcio-
nes, no van mas allá de la Valuación de 
todo tipo de bienes, Administración de in-
muebles federales, Control de inmuebles 
federales, Conservación, mantenimiento 
y seguridad de inmuebles federales com-
partidos, Obras para oficinas administra-
tivas, Administración de templos y Obras 
en templos.

 Igualmente las Instituciones de 
Crédito han sido habilitadas para emitir 
avalúos, pero no he encontrado funda-
mento alguno que las lleve a fijar cual-
quier cosa que signifique “precios de re-
ferencia”.

 Quizás lo mas apropiado hubiera 
sido mencionar en el numeral en estudio, 
que los precios fijados en los contratos 
para este tipo de operaciones sobre estos 
inmuebles no deberían ser menores a los 
valores fijados por peritos debidamente 
autorizados, y aún mas, deberían de ha-
berse referido a los contratos onerosos, 
sin haber generalizado con la enajena-
ción, pués pareciera que las donaciones 
en este tipo de inmuebles no está permi-
tida al ser estas de naturaleza gratuita por 
lo que al precio se refiere.

 Aún así, a riesgo de parecer aven-
turado en la opinión, la disposición jurí-
dica que se analiza no lleva implícito la 
obligación de tramitar un avalúo realiza-
do por la Comisión de Avalúos de Bienes 
Nacionales (hoy INDAABIN) o cualquier 
Institución de Crédito, basta que el precio 
no sea inferior a los precios de referencia 
que fijen estas entidades; el problema es 
que dichos precios de referencia como tal, 
no existen, hasta donde se sabe, de hecho 
he formulado consultas al respecto y na-
die parece saber de estos precios, si acaso 
de valores, pero hasta ahí.

También pareciera, según criterio de algu-
nos, que la realización de cualquier otro 
avalúo realizado por un perito distinto a 
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dichas entidades como son el INDAA-
BIN o Instituciones de Crédito, no sería 
procedente, cuestión que se antoja no solo 
discriminatoria sino acaso violatoria de 
garantías, aunque fiscalmente vivimos un 
proceso sinuoso en cuanto a este tema de 
avalúos, que lo mismo dá que se genere 
una obligación en la ley que después se 
atempera en una miscelánea o “criterio de 
portal” de manera sorprendente.

 Habrá que decir también que en 
forma prudente, la idea de tramitar es-
tos avalúos con tales entidades, siempre 
será mejor que esperar a que los dichosos 
precios de referencia sean fijados, pero la 
precisión en los conceptos, obliga a la crí-
tica de la redacción de dicho artículo.

 En efecto, resulta a mi juicio desa-
tinado concluír que una escritura que con-
tenga actos jurídicos relativos a primera 
enajenación a personas ajenas al núcleo 
de población de parcelas sobre las que se 
hubiere adoptado el Dominio Pleno y que 
no cuente con un avalúo realizado por 
INDAABIN o cualquier Institución de 
Crédito sea nula.

La razón de esta afirmación descansa en 
el hecho de que no hay norma jurídica 

Fe de erratas:

Por un lamentable error, en el número 66 de 
escribano adjudicamos la autoría del artículo 
La habilitación al mandatario para adquirir los 
bienes objeto del mandato, al notario y exdirector 
de esta revista Alfonso Portilla Balmori, cuando 
en realidad su creador fue el licenciado Arturo 
González Jiménez, notario 95 del Estado de México. 
A ambos les ofrecemos una sentida disculpa por 

tan craso error.
La redacción

alguna que sancione con la nulidad a di-
cha adquisición, además porque, como se 
ha dicho, no existe exigencia alguna de 
tramitar los avalúos por dichas entidades 
y mas aún porque jamás se ha de probar 
que una escritura se efectuó por abajo del 
precio de referencia establecido por la 
Comisión de Avalúos de Bienes Naciona-
les (INDAABIN) o cualquier institución 
de crédito, porque no existen tales y de 
existir en algún código secreto de proce-
dimientos valuatorios de tales entidades 
dichos precios de referencia, tenemos que 
concluír a la luz de las disposiciones co-
nocidas por los mortales, que ninguna de 
estas unidades de valuación tienen facul-
tades para fijar precios de referencia en 
materia de Inmuebles, si caso, se insiste, 
podrán fijar valores comerciales, resi-
duales, tangibles, intangibles, quizás (lo 
dudo) fiscales pero no precios, o quizás 
fijen valores que en último caso determi-
nan un precio, pero fijar precios de refe-
rencia, creo que no.

Se impone aquí la debida redacción de la 
norma para que el acto legislativo no so-
lamente sea exigible, sino además, con-
gruente.






